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RESUMEN / ABSTRACT 
El presente trabajo investigativo tiene como propósito constatar la realidad jurídica 
respecto al delito de femicidio y sus perspectivas procesales en el Ecuador, para lo cual se 
analizan los problemas jurídico procesales que existen en la identificación, investigación, 
prueba, juzgamiento y sanción del delito en estudio, ante lo cual se proponen posibles 
soluciones, encaminadas a detectarlo y procesarlo de manera óptima. 
En el primer capítulo se realizan precisiones terminológicas, así como un estudio del 
femicidio a la luz de los instrumentos internacionales de derechos humanos inherentes al 
tema tratado; además se ejecuta un ejercicio de derecho comparado, necesario y útil,  por 
cuanto el delito estudiado ha sido recientemente incorporado en la legislación ecuatoriana, 
siendo conveniente estudiar la tipificación, procedimientos, doctrina y pronunciamientos 
judiciales de los países escogidos para su debida comparación y análisis. 
En el segundo capítulo se investiga la realidad procesal del  femicidio en Ecuador,  
así como los medios probatorios idóneos para demostrar la existencia del delito y la 
responsabilidad del procesado; se determinan de manera clara los roles específicos y 
especializados de los fiscales y juzgadores.  
Esta investigación finaliza con propuestas claras respecto de los problemas 
encontrados en la investigación, juzgamiento y sanción del femicidio, con el fin de 
contribuir con sugerencias encaminadas a mejorar y optimizar los procedimientos a llevarse 
a cabo.  
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INTRODUCCIÓN 
El delito de femicidio, entendido como la muerte de mujeres por razones de género 
ha estado ausente en la tipificación penal ecuatoriana, hasta la reciente incorporación del 
mismo, mediante el Código Orgánico Integral Penal, que en su artículo 141 lo introduce al 
ordenamiento jurídico. Al no existir el delito debidamente tipificado, tanto las partes del 
proceso, con sus abogados defensores, como las y los fiscales y juzgadores, se limitaban a 
enmarcar estos casos específicos dentro de otros tipos penales existentes, como homicidio 
simple o asesinato, sin realizar un análisis de la realidad de cada caso concreto, de acuerdo 
a la normativa y estándares internacionales de protección de derechos humanos.  
Este tema ha generado polémica desde el punto de vista procesal, para lo cual 
analizaremos principalmente si el delito de femicidio se encuentra bien configurado en el 
Código Orgánico Integral Penal; adicionalmente se investigará a profundidad para dar 
respuesta a las siguientes interrogantes: ¿Cuáles son los estándares internacionales en lo 
referente a violencia de género?, ¿Cómo identificar la existencia del delito de femicidio?, 
¿Cuáles son las pruebas idóneas para probar la existencia del delito de femicidio?, ¿Cuáles 
son las pruebas idóneas para probar la responsabilidad en el delito de femicidio?, ¿Existen 
procedimientos claros en los cuales puedan guiarse juezas, jueces, fiscales, abogadas y 
abogados defensores, para establecer la existencia de un femicidio?, ¿Cuáles son los 
procedimientos adecuados para el juzgamiento y sanción de los culpables de delito de 
femicidio?. 
Investigación que se desarrollará en tres capítulos, el primero referente a la 
concepción internacional del delito de femicidio, analizando pronunciamientos 
internacionales, a través de derecho comparado de Ecuador con los países de Costa Rica, 
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Guatemala, y México; el segundo capítulo estudia la realidad nacional y las perspectivas 
procesales del delito de femicidio en Ecuador, finalizando con el tercer capítulo, en el cual 
se realiza un balance y propuestas para la investigación, prueba, juzgamiento y sanción del 
delito de femicidio. 
Este estudio de investigación se desenvolverá de acuerdo a los tratados 
internacionales sobre derechos humanos, normativa nacional, doctrina y jurisprudencia 
nacional e internacional; el aporte académico se realiza sugiriendo posibles soluciones, en 
la identificación de procedimientos idóneos aplicables, en la investigación, en recolección 
de pruebas específicas, idóneas para determinar la existencia de la infracción y la 
responsabilidad en el cometimiento del delito de femicidio, la valoración de pruebas, 
juzgamiento y sanción correspondiente,  con el fin de que fiscales, defensoras, defensores, 
juezas, jueces, abogadas y abogados en general, puedan desenvolver sus actuaciones en 
cumplimiento del debido proceso, en pro de los derechos humanos, específicamente de las 
mujeres como grupo de atención prioritaria, ya que de sus actuaciones depende contribuir a 
que la norma escrita se materialice y que el sistema de justicia, a través del debido proceso 
cumpla con sus fines. 
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CAPÍTULO I 
EL DELITO DE FEMICIDIO EN LOS  INSTRUMENTOS INTERNACIONALES  Y 
EN EL DERECHO COMPARADO 
 
1.1 Femicidio y feminicidio: Precisiones terminológicas 
Autoras como Jill Radford y Diana Russell
1
 fueron  pioneras en abordar el delito de 
femicidio, incorporando la categoría de género al referirse a los asesinatos de mujeres por el 
hecho de ser tales, esta construcción teórica permite iniciar investigaciones en torno a estos 
crímenes. Marcela Lagarde
2
, por su parte define al feminicidio como el patrón de 
criminalidad e impunidad por la violación continua de los derechos humanos de las 
mujeres, dentro de un sistema deficiente, con ausencia de legislación y políticas públicas de 
protección. De acuerdo con lo señalado por las autoras, cabe esta precisión en la distinción 
de conceptos, femicidio/feminicidio, pues desde el punto de vista doctrinario, si bien son 
complementarios por referirse a una misma realidad, no son similares, por cuanto el 
femicidio  se refiere específicamente a la muerte violenta de mujeres por el hecho de serlo; 
mientras que el término feminicidio tiene connotación con la inercia estatal, que da como 
resultado que se produzca el  femicidio, ya sea por omisión o negligencia en la protección 
de los derechos de las mujeres. 
La Real Academia de la Lengua Española ha decidido incluir únicamente la palabra 
“feminicidio” en su diccionario, esto ha sucedido recién en su veintitresava edición, 
publicada en octubre del año 2014, definiéndolo como: “feminicidio. (Del lat. fem na 
                                                          
1
Jill Radford y Diana Russell, Femicide the Politics of Woman Killing (Nueva York: Twayn Publishers, 
1992). 
2
 Marcela Legarde, “ Claves feministas en torno al feminicidio”, en Nuevas líneas de investigación en género 
y desarrollo, Universidad Autónoma de Madrid (Madrid: UAM Ediciones, 2009),  215-216 
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‘mujer’ y -cidio; cf. ingl. feminicide). m. Asesinato de una mujer por razón de su sexo”; 
definición que genera controversia entre teóricos, por cuanto no la diferencia de femicidio, 
de acuerdo a las consideraciones anteriormente expuestas. 
Más allá de definiciones, es imprescindible considerar que el delito de 
femicidio/feminicidio  ha sido uno de los tipos de violencia más “invisible”, el mismo que 
sucede en todos los estratos sociales, edades, y medios, en la última década, el aumento del 
número de asesinatos de mujeres por razón de género, los índices de impunidad y las 
demandas de la tipificación de este delito, han generado gran impacto a nivel de 
Latinoamérica, lo cual se verifica en la inclusión del femicidio dentro de la normativa penal 
en varios  países que buscan precautelar los Derechos Humanos de la población y 
específicamente de grupos vulnerables, como lo constituyen las mujeres; a pesar de la 
existencia de la puntualización doctrinaria de conceptos, los países al tipificar el delito, lo 
hacen indistintamente como femicidio o feminicidio, como lo verificamos entre los países a 
los cuales dedicaremos el estudio de derecho comparado, esto es: Costa Rica, Guatemala, y 
México; en Ecuador y en los tres primeros países citados, el delito consta tipificado como 
femicidio, mientras que en México consta como feminicidio. 
 
1.1.1 Precisiones terminológicas en torno al femicidio 
Para comprender la problemática referente al femicidio es pertinente realizar una breve 
precisión terminológica, necesaria para mejor comprensión del delito en estudio y sus 
procedimientos, luego no puede ser estudiado únicamente a través del derecho penal y 
procesal penal, debido a que su investigación, tratamiento, prueba, juzgamiento y sanción 
conllevan una amplitud especial que corresponde al contexto de violencia en el cual se 
produce, es decir la violencia de género, por lo cual amerita estudiarlo con un enfoque 
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interdisciplinario, principalmente socio jurídico, que permita comprenderlo en sentido más 
amplio y plural, interrelacionando los conocimientos jurídicos con la realidad social. 
Es determinante diferenciar sexo y género; Alda Facio afirma que mientras el sexo es 
todo lo que se refiere a lo fisiológico, el género es una construcción social
3
, entonces esta 
diferenciación permite comprender que “una cosa son las diferencias  biológicamente dadas 
y otra la significación que culturalmente se asigna a esas diferencias”4; consecuentemente 
se deduce que el sexo se refiere al hombre y a la mujer por sus características biológicas, y 
el género constituye las características que la sociedad les otorga como personas de uno y 
otro sexo, por lo tanto las identidades femenina o masculina no se derivan necesariamente 
de las diferencias anatómicas existentes entre los dos sexos. Esta distinción es clave al 
momento que se proceda a analizar el delito de femicidio, así como el procedimiento que 
debe llevarse a cabo con perspectiva de género, tema que será abordado en el siguiente 
capítulo. 
Ante esta realidad, cabe analizar lo que implica el sexismo, el cual en el campo del 
derecho, específicamente se produce cuando no se hace un análisis de género; al no tomarse 
en cuenta esta variable, no se puede visibilizar la subordinación de la mujer y la 
dominación del hombre
5
, lo cual es indispensable tomar en cuenta al momento de 
investigar, probar y juzgar el femicidio. El sexismo se reproduce a través de ideologías 
patriarcales, que no solo construyen desigualdades entre hombres y mujeres, a través de 
                                                          
3
 Alda Facio, Cuando el Género suena cambios trae (una metodología para el análisis de género del 
fenómeno social)  Tomo II (Costa Rica:  Ilanud, 1992), 39. 
4
 Isabel Jaramillo, “La crítica feminista al derecho”, en El género en el derecho. Ensayos críticos, Serie Justicia 
y Derechos Humanos, Neoconstitucionalismo y sociedad.   (Quito: Gráficas V&M, 2009), 105. 
5
 Rosalía Camacho y Alda Facio, “En busca de las mujeres perdidas. Una aproximación crítica a la 
criminología”, en Sobre patriarcas, jerarcas, patrones y otros varones. Una mirada género sensitiva del 
derecho.  (Costa Rica: ILANUD, 1993), 109. 
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sus diferencias biológicas, sino que legitiman la desventaja femenina
6
 en las relaciones 
sociales, otorgando poder al hombre sobre la mujer, lo cual produce desiguales relaciones 
de poder en la convivencia, generando discriminación contra la mujer
7
, al menoscabar o 
anular el pleno goce de sus derechos sobre la base de igualdad entre mujeres y hombres en 
todas las esferas de su desarrollo, es decir social, política, económica, civil, cultural o 
cualquier otra esfera, lo cual va en menoscabo de la dignidad humana
8
, entendida como el 
valor intrínseco de cada ser humano, el cual debe ser tratado con respeto y sin 
discriminación, tanto como individuo, como integrante de la sociedad. 
 
1.2 Instrumentos Internacionales  
Para comprender el alcance del  femicidio/feminicidio, es necesario previamente 
vislumbrar la definición de violencia y discriminación contra las mujeres, fenómenos 
producidos por las relaciones de poder y dominación dentro de estructuras patriarcales
9
; en 
el sistema universal de protección de derechos humanos la violencia contra las mujeres fue 
abordada por primera vez en la II Conferencia mundial de la década de las Naciones Unidas  
para las Mujeres: Igualdad, Desarrollo y Paz, Copenhague, Dinamarca, 1980, a partir de 
esto la Organización de Naciones Unidas empieza a profundizar sobre el problema. 
Ecuador es parte de convenciones y acuerdos internacionales encaminados a combatir la 
violencia contra las mujeres, entre estos: Convención para la Eliminación de todas las 
formas de Discriminación contra la Mujer (1979) y su Protocolo facultativo (1999), la 
Declaración y el Programa de Acción de Viena (1993), la Convención Interamericana para 
                                                          
6
 Alda Facio y Lorena Fries, “Feminismo, Género y Patriarcado”, en  Academia. Revista sobre enseñanza del 
derecho de Buenos Aires. Año 3, No. 6. (Buenos Aires: UBA, 2005),  261. 
7
 Artículo 1 CEDAW (Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer) 
8
 Gregorio Peces Barba, La dignidad de la persona desde la filosofía del derecho (Madrid: Dykinson 2003), 12. 
9
 Artículo 1 CEDAW  
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Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém do Pará) 
(1994), la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing de la cuarta conferencia mundial 
sobre la mujer (1995), el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (1998). 
Los Estados miembros de la OEA y los que ratificaron la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, están comprometidos a respetar y garantizar los derechos reconocidos 
en la misma, a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social, es decir constituye una fuente de obligación jurídica para sus miembros, y en este 
instrumento se encuentra garantizado de manera específica el derecho a la vida
10
.  
Estas obligaciones de los Estados de respetar, garantizar y no discriminar el ejercicio de 
los derechos reconocidos en la Convención, tienen un amplio alcance, pues extiende su 
protección de derechos y la obligación de los Estados de prevenir, investigar y sancionar 
cualquier violación a los derechos y libertades protegidos por el mencionado instrumento 
internacional. La obligación de respetar se refiere a que se realice una debida aplicación de 
la norma, sea mediante la acción o abstención de acción
11
, es decir que los Estados partes se 
obligan a no violar directa o indirectamente los derechos y libertades de la Convención, sea 
por acciones u omisiones. La obligación de garantizar, es relativa al compromiso de 
organizar el aparato estatal, de tal manera que se asegure jurídicamente el pleno goce de los 
derechos y libertades tutelados por la Convención
12
, sin embargo es importante no 
                                                          
10
 En este sentido, véase los artículos 1 y 4.1  de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
11
 Claudio Nash, El Sistema Interamericano de Derechos Humanos en acción. Aciertos y Desafíos. (México: 
Porrúa), 30. 
12
 En este sentido, véase la Resolución de la Corte IDH, de 29 de julio de 1988, Caso Velásquez Rodríguez vs. 
Honduras. Sentencia de fondo. Párrafo 166. Disponible en 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_04_esp.doc.  Fecha de consulta: 22 de noviembre de 2015. 
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solamente el establecimiento de un orden normativo para tal garantía, sino una articulación 
conjunta de todas las instituciones del Estado, que a través de sus acciones aseguren el 
pleno goce de derechos y libertades. Con respecto a la obligación de no discriminación, 
cabe indicar que está directamente relacionada con el derecho de igual protección ante la 
ley, determinado en el artículo 24 de la Convención,
13
  encontrándose comprometidos  a 
incluir en sus legislaciones normas que erradiquen todo tipo de discriminación al goce de 
derechos y libertades establecidos en la Convención. Es imprescindible que los Estados que 
ratificaron la Convención Americana sobre Derechos Humanos, garanticen la eficacia 
directa de su aplicación, no solamente a través del orden jurídico, sino sobre todo con la 
voluntad estatal de cumplimiento, reflejada en las acciones dirigidas a tutelar los derechos y 
libertades que deben proteger. 
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer, conocida también como Convención de Belém do Pará, es la primera convención 
a nivel internacional que plantea la forma como debe entenderse la violencia hacia la mujer 
y las responsabilidades estatales, definiendo a la violencia en sus artículos 1 y 2, así:  
…debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su 
género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto 
en el ámbito público como en el privado; especifica que la violencia contra la mujer incluye 
violencia física, sexual y psicológica: a. Que tenga lugar dentro de la familia o unidad 
doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya 
compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, 
maltrato y abuso sexual; b. Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier 
persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en 
instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y c. Que sea 
perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra  
 
                                                          
13
 En este sentido, véase la Resolución de la Corte IDH, de 5 de agosto de 2008, Caso Apitz Barbera y otros 
vs. Venezuela. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Párrafo 209. Disponible en 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_182_esp.pdf.  Fecha de consulta: 22 de noviembre 
de 2015. 
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Como se puede constatar a través de los extractos de normativa internacional 
transcritos, tanto el femicidio como el feminicidio, se encuentran determinados de manera 
expresa en la Convención de Belém do Pará, cuando manifiesta en concreto que la 
violencia contra las mujeres constituye cualquier  conducta que por razón de su género le 
cause la muerte, misma que puede ocurrir en el ámbito público o privado, en la familia, en 
el trabajo, en la escuela, o en la comunidad, y perpetrada por conocidos o extraños; se 
refiere al feminicidio específicamente cuando señala que la impunidad del femicidio es 
responsabilidad del Estado, al tolerarla y no crear los mecanismos idóneos para prevenirla y 
erradicarla. 
La tipificación del femicidio surge a través del compromiso internacional que tienen 
los Estados de adecuar sus legislaciones a los tratados internacionales y cumplir con lo 
dispuesto en ellos, en nuestro país, de acuerdo al bloque de constitucionalidad, los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos, son de directa e inmediata 
aplicación
14
; la Declaración Universal de Derechos Humanos,  establece claramente el 
derecho a la vida, la libertad y seguridad de cada persona
15
, mientras que la Convención de 
Belem do Pará también hace referencia a la tipificación de la violencia contra la mujer, es 
decir el femicidio, al incluir la toma de medidas legislativas para la creación de normas 
penales que sancionen este tipo de violencia
16
. La Corte IDH ha declarado la 
responsabilidad estatal por incumplimiento de los compromisos internacionales contenidos 
en los instrumentos suscritos y ratificados por cada país, es el caso de la transgresión a lo 
                                                          
14
 En este sentido, véase el artículo 11 Constitución de la República del Ecuador 
15
 En este sentido véase el artículo 3 Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) 
16
 En este sentido, véase el artículo 7, c) Convención  Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer, (Convención de Belém do Pará). 
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dispuesto en el artículo 7 de la Convención Belem do Pará, lo cual lo analizaremos más 
adelante. 
 
1.3 Pronunciamientos Internacionales referentes al femicidio/feminicidio 
La violencia contra las mujeres se ha reproducido a nivel mundial y el delito de 
femicidio/feminicidio está en constante aumento, ante esta situación, los sistemas de justicia 
han articulado acciones para su sanción, y como medidas para evitar la impunidad; se han 
creado instrumentos legales de carácter mundial, regional y nacional, con el fin de que los 
Estados y sus integrantes, asuman de manera responsable el deber de prevenir, erradicar, y 
sancionar todo tipo de violencia; para lo cual ha sido necesario contar con la voluntad de 
los Estados para cumplir sus compromisos. 
Existen pronunciamientos internacionales respecto al combate del 
femicidio/feminicidio; de acuerdo al párrafo 1 del artículo 21 de la Convención para la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Mujeres (CEDAW 1992), el 
Comité de las Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 
puede hacer recomendaciones generales en base a los informes de los Estados Partes, por lo 
que el 29 de enero de 1992, ha emitido la Recomendación General No. 19 denominada 
Violencia contra la Mujer, que en su parte pertinente dice:   
La violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce por la mujer de sus derechos 
humanos y libertades fundamentales en virtud del derecho internacional o de convenios 
específicos de derechos humanos, constituye discriminación, tal como se entiende en el 
artículo 1 de la Convención. Estos derechos y libertades comprenden, entre otros: a) el 
derecho a la vida (…) 
 
Así también la Asamblea General de las Naciones Unidas, al aprobar la resolución 
No. 68/191 “Adopción de medidas contra el asesinato de mujeres y niñas por razones de 
19 
 
género”17, manifestó su preocupación por la impunidad de los mismos e instó a los Estados 
miembros para combatirlo, reconociendo la labor que cumple el sistema penal para lograr 
ese fin, mediante la debida aplicación de las leyes nacionales y la observancia de los 
instrumentos internacionales. Además la Asamblea General solicitó al Secretario General, 
la conformación de un comité de expertos para examinar las formas de investigar, enjuiciar 
y castigar los asesinatos de mujeres por razones de género, misma que se celebró en 
Bangkok del  11 al 13 de noviembre del 2014, el trabajo realizado por el mencionado 
comité de expertos será presentado a la Asamblea General de las Naciones Unidas, para la 
resolución pertinente. 
La Asamblea Parlamentaria Euro-Latinoamericana (EuroLat) está impulsando una 
resolución, en la cual, se pide a los gobiernos de Europa y Latinoamérica, revisar el diseño, 
implementación y reformulación de políticas públicas, respecto a la violencia contra las 
mujeres, por cuanto no ha sido posible frenar los femicidios en América Latina y Europa.
18
  
La mayoría de los pronunciamientos y acciones emprendidas a nivel nacional, regional e 
internacional en contra del femicidio, se han logrado gracias a la continuo trabajo de las 
organizaciones civiles, mismas que se unen con el fin de generar una conciencia social y 
lograr acciones de protección y respeto a los derechos humanos; la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, provee de asesoramiento 
a las diferentes organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la protección de los 
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 Asamblea General de las Naciones Unidas, Sexagésimo octavo período de sesiones, Tema 108 del 
Programa, Resolución No. 68/191   “Adopción de medidas contra el asesinato de mujeres y niñas por 
razones de género”,  aprobada el 18 de diciembre de 2013. 
18
 “Organizaciones de la sociedad civil piden a la UE y CELAC voluntad política para acabar con lo femicidio”. 
Visto el 20 de septiembre de 2014, en http://www.contralosfemicidios.hn/centro-de-prensa/noticias-
internacionales/item/organizaciones-de-la-sociedad-civil-piden-a-la-ue-y-celac-voluntad-politica-para-
acabar-con-los-feminicidios?category_id=41. 
  
 
20 
 
derechos de las mujeres, especialmente las que trabajan por aquellas que han sido privadas 
de la vida o desaparecidas, esta oficina también ha realizado algunos estudios referentes al 
“Feminicidio”19, en las que hace referencia a la pertinencia de su tipificación, basándose 
principalmente en el marco internacional de protección de los derechos humanos de las 
mujeres. 
Existe un cúmulo de pronunciamientos que se reflejan como combate directo al 
femicidio en todo el mundo, sin embargo, éstos quedarían en mera voluntad, al no verse 
concretados en decisiones, las cuales deben ser responsablemente ejecutadas por cada uno 
de los Estados, tomando en consideración que su tipificación y debida aplicación a través 
de procedimientos adecuados, constituye un compromiso internacional, siendo una decisión 
política, pero sobretodo, una medida legal, que apoyada de otras medidas de carácter 
educativo, social, cultural, contribuyen a la erradicación del más cruel tipo de violencia en 
contra de las mujeres.   
 
1.3.1 Pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
La Corte IDH, actúa para velar por el cumplimiento de los compromisos contraídos 
por los Estados que suscribieron y ratificaron la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Los Estados que hayan formulado una declaración expresa podrán enviar 
comunicación para la intervención de la Corte cuando se alegue la violación de derechos 
humanos reconocidos en la Convención; en lo que respecta a las víctimas de violación a los 
derechos humanos, no pueden presentar directamente sus denuncias ante la Corte, deben 
hacerlo primero ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, como queda 
expuesto en el artículo 44 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para lo 
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 Visto el 20 de septiembre de 2014 en:  http://hchr.org.mx/files/doctos/Libros/feminicidio.pdf 
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cual, es necesario que se cumplan con los requisitos específicos establecidos en el artículo  
46 de la mencionada Convención, es decir: a) Agotar previamente todos los  recursos de 
jurisdicción interna de cada país, conforme a los principios del Derecho Internacional. b) 
La petición debe ser presentada dentro de  seis meses, contados a partir de que la presunta 
víctima fue notificada con alguna decisión definitiva, la petición será aceptada fuera de este 
tiempo, si se demuestra que en el país demandado no existe procedimiento para la 
protección de los derechos que se alega han sido violados, o no se ha permitido a la persona 
que sufrió lesión de sus derechos, el acceso a los recursos de jurisdicción interna, o ha sido 
impedida de agotarlos, o exista retardo injustificado de los mismos. c) No debe encontrarse 
pendiente otro procedimiento de arreglo internacional. d) En la denuncia debe constar 
nombre, nacionalidad, profesión, domicilio y firma de la o las persona que formulan la 
petición. La Comisión, luego de su análisis, determinará si es oportuno someter el caso a 
conocimiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Consecuentemente, las 
peticiones individuales presentadas ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
deben ser conocidas previamente por la Comisión Interamericana, la cual analizará el 
cumplimiento de requisitos necesarios para su admisibilidad así como las cuestiones de 
fondo, tomando en cuenta las observaciones adicionales presentadas por los peticionarios y 
las del Estado demandado; posteriormente emitirá  su informe, en el cual determinará si es 
procedente que dicha petición pase a conocimiento y resolución de la Corte 
Interamericana
20
. 
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 En este sentido véase, Reglamento de la Comisión IDH, aprobado por la Comisión en su 137° período 
ordinario de sesiones, celebrado del 28 de octubre al 13 de noviembre de 2009; y modificado el 2 de 
septiembre de 2011 y en su 147º período ordinario de sesiones, celebrado del 8 al 22 de marzo de 2013, 
para su entrada en vigor el 1º de agosto de 2013. Disponible en : 
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/reglamentoCIDH.asp 
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La Corte IDH como institución contenciosa de la Organización de Estados 
Americanos,  tiene como objetivo principal, la aplicación e interpretación de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos
21
, siempre que los Estados partes reconozcan dicha 
competencia
22
; en este sentido, han llegado a  conocimiento de la Corte IDH, algunos casos 
referentes a femicidio/feminicidio, en los cuales, ha determinado responsabilidad estatal por 
falta de debida diligencia, por no tomar las medidas necesarias para prevenirlo, sancionarlo 
y erradicarlo; es menester el análisis de algunos de ellos. 
El primer caso tratado en la Corte IDH, sobre femicidio/feminicidio, es el 
denominado “Campo Algodonero”, cometido en México, ciudad Juárez; este proceso inicia 
a partir de que los días 6 y 7 de noviembre de 2001, se encontraron ocho cuerpos sin vida, 
en el terreno conocido como “Campo Algodonero” en ciudad Juárez, reconociéndose 
únicamente con veracidad tres de ellos: de Claudia González, de veinte años, de Esmeralda 
Herrera, de 15 años y de Laura Berenice Ramos, de 17 años, los cuales tenían signos de 
haber sido violadas con extrema crueldad; la Corte admitió los tres casos de manera 
individual, para luego decidir acumularlos en un solo informe sobre el fondo, con el 
argumento de que las tres desapariciones y asesinatos ocurrieron en la misma localidad y 
marco cronológico, y que habían sido investigados de manera conjunta por el Estado, 
señalando también que los tres casos ocurrieron en un contexto de impunidad frente a casos 
violentos que afectan desproporcionadamente a las mujeres como grupo. 
En sentencia emitida el 16 de noviembre del 2009, la Corte IDH  determinó  la 
responsabilidad del Estado por violencia contra las mujeres y por no garantizar sus 
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  En este sentido véase, Estatuto de la Corte IDH, aprobado mediante Resolución N° 448 adoptada por la 
Asamblea General de la OEA en su noveno período de sesiones, celebrado en La Paz, Bolivia, octubre de 
1979. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/index.php/es/acerca-de/estatuto. Fecha de consulta: 20 de 
septiembre de 2014. 
22
 Artículo 62 Convención Americana sobre Derechos Humanos 
23 
 
derechos humanos; entre las principales responsabilidades señaladas en la sentencia consta 
la negligencia en la investigación, que no permitió una oportuna identificación de las 
víctimas y de las causas de muerte, llegando a la conclusión, recién en el año 2008, que no 
fueron ocho mujeres sino once las asesinadas; sobre este punto recurriendo a  la 
jurisprudencia, que estipula que en los casos que se encuentren restos mortales de varias 
víctimas en el mismo lugar y en las mismas circunstancias, independientemente del interés 
de sus familiares para iniciar un proceso ante el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, su situación debe ser conocida “motu proprio” por la Comisión, se invocó el 
principio “iura novit curia”,  pretendiendo que la Corte ejercite su propia determinación de 
los hechos del caso, sobre la base de la prueba evacuada, los hechos que obren del 
expediente, así como los sucesos notorios y de conocimiento público,  pero la Corte 
desestimó la petición de ampliación del número de víctimas, determinando que consideraría 
únicamente como presuntas víctimas a Esmeralda Herrera Monreal, Claudia Ivette 
González y Laura Berenice Ramos Monárrez y a sus familias, justificando su decisión al 
considerar que, el principio “iura novit curia” solamente permite al tribunal incorporar 
argumentos de derecho no incorporados en la demanda, pero no se aplica para la inclusión 
de nuevos hechos al caso
23
.  
En la sentencia del caso en estudio, la Corte IDH determinó que el Estado Mexicano 
violó los derechos a la vida, integridad personal, libertad personal, reconocidos en los 
artículos 4.1; 5.1; 7.1 y 1.1  de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
relación con la obligación general de garantía, dispuesto en el artículo 1.1 ibídem y la 
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  En este sentido, véase la Resolución de la Corte IDH, de 19 de enero de 2009, Caso González y otras 
(“Campo Algodonero) vs. México. Solicitud de ampliación del número de presuntas víctimas y negativa de 
remisión de prueba documental. Disponible en 
www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/asunto_algodonero_2.pdf.  Fecha de consulta: 20 de septiembre de 2014. 
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obligación de adoptar las disposiciones de derecho interno
24
, así como la transgresión de la  
Convención Belém do Pará que dispone la prevención, erradicación y sanción de todos los 
tipos de violencia y dispone la inclusión de normas internas para tal efecto; 
25
 la sentencia 
sanciona también la falta de investigación, pues se produjo violación a los derechos de 
acceso a la justicia y protección judicial, establecidos en los artículos 8.1 y 25 de la CADH.  
La Corte IDH señaló que la sentencia per se, constituye una forma de reparación, 
dispuso que se empleen todos los mecanismos para la realización de una investigación 
eficaz, en la que se incluya específicamente perspectiva de género, con la intervención de 
profesionales altamente capacitados,  que cuenten con los recursos necesarios que permitan 
que su actuación proceda de acuerdo a manuales y protocolos que cumplan lo dispuesto en 
la sentencia, buscando que los procesos judiciales sean expeditos, a fin de alcanzar la 
justicia y evitar que se repitan casos análogos; dispuso también que se sancione a los 
funcionarios contra los cuales se hayan probado supuestas irregularidades; además ordenó 
que el Estado realice un acto público en reconocimiento a su responsabilidad internacional, 
en honor a la memoria de las víctimas
26
. 
Esta sentencia constituye un referente en lo que respecta al femicidio y feminicidio, 
pues determina claramente la responsabilidad internacional directa (por sí) e indirecta (por 
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 Artículo 2: Deber de adoptar disposiciones de derecho interno: Si el ejercicio de los derechos y libertades 
mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, 
los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para 
hacer efectivos tales derechos y libertades. 
25
 Artículo 7. Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y 
erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: (…) b) actuar con la debida diligencia para prevenir, 
investigar y sancionar la violencia contra la mujer. c) incluir en su legislación interna normas penales, civiles 
y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso(…) 
26
 Corte IDH, Caso González y otras (“Campo Algodonero) Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205 (en especial, párr.. 602). 
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terceros) del Estado mexicano (feminicidio), por incumplimiento de sus deberes 
encaminados a la protección de los derechos humanos, específicamente de las mujeres, por 
cuanto este Estado permitió que acaezca el tipo más extremo de violencia contra la mujer, 
es decir su muerte por razones de género (femicidio), los cuales se produjeron en un entorno 
de discriminación generalizada contra la mujer, la cual fue ampliamente tolerada, 
generando esto a su vez, desconfianza en el sistema judicial del mencionado país, ya que se 
demostró que el Estado actuó con total impavidez ante las denuncias presentadas en el caso 
en estudio, incumpliendo su deber como garante de los derechos de todos y todas las 
habitantes del Estado, generando por su inactividad, impunidad.  
A través de esta sentencia la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por 
primera vez examinó y condenó la violencia contra la mujer en razón de su género, fijando 
criterios jurídicos que permitieron atribuir estos delitos cometidos por particulares, al 
Estado, dejando precedente al respecto, pues pone al descubierto la violencia contra la 
mujer como un problema social, que incluye abuso de poder, negligencia en las 
investigaciones, violación de derechos, e impunidad, instando a los Estados a ejecutar 
acciones idóneas para prevenir, sancionar y erradicar este tipo de violencia extrema contra 
la mujer, con el fin de evitar que la insuficiencia de políticas públicas y la inefectividad 
judicial den lugar a la reproducción del feminicidio. 
En esta línea, la más reciente sentencia de la Corte IDH fue la de fecha 19 de mayo 
de 2014 y notificada el día 28 de julio de 2014, en el caso Véliz Franco y otros Vs. 
Guatemala, este caso, inició por la desaparición de María Isabel Véliz Franco, de 15 años 
de edad, cuyo cuerpo sin vida, a consecuencia de un trauma de cráneo, producido por arma 
blanca, fue encontrado el 18 de diciembre de 2001, al respecto, la Corte determinó que 
sucedió dentro de un contexto de violencia homicida contra las mujeres existente en 
26 
 
Guatemala y que a pesar de que el Estado había tomado medidas contra este tipo de 
violencia contra la mujer, se evidencia un alto grado de impunidad; señalando que el Estado 
conoció la  denuncia de desaparición, pero no tomó las medidas necesarias para la 
búsqueda, incumpliendo sus deberes, entre los cuales se pueden señalar los deberes  de: 
prevenir la violación de derechos, de garantizar el derecho a la vida e integridad personal, 
determinados en los artículos 4.1 y 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, derecho a las garantías judiciales, protección judicial, igualdad ante la ley, 
determinados en los artículos 8.1, 25.1 y 24 de la mencionada Convención, 
respectivamente; así como la obligación de prevenir la violencia contra la mujer, como lo 
establece el artículo 7, b) de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar, y 
Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención de Belem do Pará); pues el Estado no 
contaba con protocolos de investigación para este tipo de delitos, al detectarse que los 
funcionarios encargados de la investigación en sus declaraciones revelaban ciertos 
estereotipos negativos en contra de la mujer, lo cual evidentemente afectó la investigación, 
llegando estos agentes estatales, mediante sus afirmaciones, incluso a determinar 
culpabilidad de la víctima por el delito contra ella perpetrado.  
La Corte ordenó al Estado de Guatemala, medidas de reparación:  a) conducir 
eficazmente la investigación y, en su caso, abrir el proceso penal correspondiente, y de ser 
pertinente, otros que correspondieren para identificar, procesar y, en su caso, sancionar a 
los responsables de los vejámenes y privación de la vida de la niña María Isabel Veliz 
Franco; b) realizar las publicaciones ordenadas en el Fallo; c) realizar un acto de disculpas 
públicas; d) elaborar  un plan de fortalecimiento calendarizado del Instituto Nacional de 
Ciencias Forenses (INACIF); e) implementar, “teniendo en cuenta lo normado” por la Ley 
27 
 
contra el  Femicidio  y otras formas de violencia contra la mujer, adoptada en el año 2008 
en Guatemala, el funcionamiento de “órganos jurisdiccionales especializados”; f) 
implementar programas y cursos para funcionarios públicos pertenecientes al Poder 
Judicial, Ministerio Público y Policía Nacional Civil, que estén vinculados a la 
investigación de actos de homicidio de mujeres sobre estándares en materia de prevención, 
eventual sanción y erradicación de homicidios de mujeres y capacitarlos sobre la debida 
aplicación de la normativa pertinente  en la materia; g) brindar atención médica o 
psicológica a Rosa Elvira Franco Sandoval; y h) pagar las indemnizaciones por daños 
materiales e inmateriales.
27
 
Este caso llega a resolverse en la Corte IDH luego de 11 años de fallecida la 
víctima, la sanción al Estado es pertinente, por cuanto se pudo constatar la ineficacia en la 
investigación, en la cual se reprodujo la violencia de género por parte de agentes estatales, 
puesto que se demostró que éstos, al realizar la investigación seguían estigmatizando a la 
víctima y revictimizando a su familia, puesto que en sus informes, al referirse a la 
adolescente fallecida, lo hacían como “la loca”, centrando sus conclusiones en la forma de 
vivir  y vestirse de la víctima
28
, al igual que el caso “Campo Algodonero”, constatándose la 
discriminación a la mujer, por cuanto dichos investigadores del Estado, pretendieron 
culpabilizarla por su muerte, circunstancias promovidas dentro de espacios de violencia 
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 Corte IDH, Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia, de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277 (en especial, párr.. 323). 
28
 En este sentido, véase reportaje realizado en Guatemala, por Inés Jimenez, con Lola Producciones, 
mediante una entrevista a la madre de la víctima y a su abogada, representante ante la Corte IDH, 
disponible en http://www.lolamora.net/index.php/producciones-multimedia/audio/item/727-el-
feminicidio-deguatemala-a-la-corte-interamericana-de-derechos-humanos-. Fecha de consulta: 12 de 
octubre de 2014. 
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generalizada contra la mujer; afortunadamente esta sentencia es otro precedente, mediante 
el cual la Corte IDH, da contenido a la violencia de género , imponiendo la sanción 
respectiva al Estado responsable de tales vejaciones. 
Es trascendental que los Estados tomen medidas efectivas respecto a los 
procedimientos de investigación y sanción en los casos de femicidio, pues no pueden ser 
llevadas a cabo por funcionarios con rasgos machistas, con poca o ninguna formación en 
género, derechos humanos, y con escasos conocimientos de los procedimientos a seguir, ya 
que al tolerar este tipo de incorrecciones, los Estados serán responsables por feminicidio, 
causado por su falta de acción pues generan impunidad, dando a lugar que las víctimas que 
no encuentran justicia en sus países, accedan al sistema interamericano de protección de 
derechos humanos, concretamente a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, misma 
que de ser pertinente, sancionará al Estado responsable, pues como se analizó en sus 
resoluciones, ha dejado claro que la situación de violencia permitida y no sancionada por 
los Estados, incide de manera directa en la situación particular de las víctimas y en 
impunidad. 
1.3.2 Análisis del modelo de protocolo latinoamericano de femicidio 
En América Latina, además de insistirse en el reconocimiento de los fundamentos 
estructurales de las violencias de género, progresivamente se ha asumido un rol más 
responsable concerniente a la tipificación de muertes violentas de mujeres para cada país, 
como una conducta delictiva específica. El femicidio y el feminicidio no pueden ser tratados 
aisladamente, pues constituyen una realidad global; es necesario contar con protocolos de 
investigación comunes, que sirvan de apoyo entre países, pues solamente una lucha 
29 
 
conjunta, permitirá combatir y ganar la guerra a la violencia de género, plasmada en su 
punto máximo de crueldad, a través de los femicidios. 
El “Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas 
de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio)”29 es el resultado del trabajo de la 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(ACNUDH),así como de la entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el 
Empoderamiento de las Mujeres (ONU MUJERES), dentro de la campaña ÚNETE 
encaminada a poner fin a la violencia en contra de las mujeres, emprendida por el 
Secretario General; la principal finalidad de este protocolo es dotar a los países de América 
Latina, de guías en la investigación en los delitos de muertes de mujeres ocasionadas por 
razones de género, con ciertas directrices, herramientas, a ser utilizadas por parte de los 
operadores de justicia, expertos forenses, testigos, peritos, y demás personas intervinientes 
en el proceso; incluyendo la perspectiva de género necesaria en este tipo de violencia para 
que la investigación sea eficaz, sancionando al o a los responsables, con la reparación 
integral a las víctimas. El Modelo de protocolo latinoamericano en mención, puede ser 
utilizado en las muertes violentas de mujeres, independientemente de que las legislaciones 
internas hayan incorporado en sus legislaciones el tipo penal específico, o incluido como 
agravante del tipo penal de homicidio. 
Si bien es cierto, cada legislación de la región tiene sus propias particularidades, el 
Modelo de Protocolo latinoamericano, ha logrado sintetizar las prácticas de los diferentes 
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http://www.unwomen.org/~/media/headquarters/attachments/sections/library/publications/2014/modelo
%20de%20protocolo.ashx Fecha de consulta: 15 de octubre de 2014. 
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sistemas penales que sirve no como un estándar generalizado e inamovible, sino como una 
ayuda y orientación flexible para la investigación, persecución y sanción del 
femicidio/feminicidio. 
 El referido Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes 
violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio), fue presentado en 
Ecuador, el 13 de diciembre del 2013, por ONU Mujeres y la Oficina del Asesor en 
Derechos Humanos Mujeres,  mediante un acto oficial, realizado en la Corte Nacional de 
Justicia, con la participación activa del Presidente de la Corte Nacional de Justicia, el Fiscal 
General del Estado, y representantes del Consejo de la Judicatura,
30
 demostrando el Estado 
ecuatoriano su colaboración con una de las misiones del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, que consiste en apoyar a los Estados y a todos los 
actores involucrados en el fortalecimiento de los órganos responsables para prevenir e 
investigar  femicidios/feminicidios, sancionar a sus responsables y reparar a sus víctimas y 
familiares; instrumento que se considera, será de apoyo oportuno en el desarrollo del 
proceso, principalmente ahora que ya se encuentra tipificado el femicidio en Ecuador. 
Entre las herramientas útiles dotadas por el protocolo, contamos con mecanismos de 
recaudo y protección efectiva de la prueba, para la averiguación de la verdad procesal como 
objetivo de la investigación penal, a través de la utilización pertinente de los elementos 
derivados de la escena del crimen, tomando en cuenta al tiempo como un factor 
determinante dentro de la investigación criminal; el protocolo también hace notar que la 
“vilificación de la víctima” por parte de los responsables de la investigación, es decir la 
forma de considerar a la víctima como merecedora del delito cometido en su contra por sus 
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 Véase presentación del Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas de 
mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio), en Ecuador:  http://www.un.org.ec/?p=3685 . Fecha 
de consulta: 18 de octubre de 2014. 
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condiciones de vida, obstaculiza el debido actuar en el proceso investigativo y genera 
impunidad; este instrumento identifica ciertos escenarios del delito y sus procedimiento de 
investigación, como los producidos en relaciones de pareja, ex relaciones sentimentales, 
relaciones familiares por consanguinidad o afinidad, venganzas, acosos, mafias, comercio 
sexual, violencia sexual, escenarios en los cuales se genera el mayor número de muertes 
violentas de mujeres en razón de género; en el protocolo se menciona ciertas formas de 
violencia en los cuerpos de las mujeres, signos importantes en los hallazgos; refiere 
también signos de identificación de femicidas, como personas que han crecido en ambientes 
de violencia, dificultad para relacionarse, masculinidad hostil, entre otras; determina 
además la importancia de la participación de los familiares de las víctimas de femicidio en 
el proceso y la obligación de los Estados de informarles debidamente en todas las etapas del 
proceso. 
En el protocolo se establece que la eficacia en la investigación de los femicidios 
depende de las pruebas recabadas de peritajes, experticias en criminalística y medicina 
forense, así como de la cooperación de las oficinas y agentes de investigación encargados 
de recoger y mantener bajo una cadena de custodia adecuada cada uno de los indicios 
probatorios encontrados, para lo cual es necesaria una debida coordinación entre fiscales, 
peritos, policía, institutos de medicina legal o ciencias forenses y demás instituciones 
auxiliares de la justicia pertinentes. Por lo que este instrumento a más de suministrar 
herramientas como cuadros para diferenciar los femicidios, de acuerdo al contexto en que se 
producen, encuestas estructuradas para indagar sobre la situación de la víctima, preguntas 
para el posible autor del femicidio y para los testigos, provee también sugerencias acertadas 
para una investigación eficiente. 
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Para que la aplicación de este protocolo sea óptima, debe empleárselo de forma integral, 
de tal manera que se observen cada una de sus directrices y herramientas que permiten 
llevar procedimientos de femicidio, con perspectiva de género, identificando el delito a 
través de las pautas y diversos escenarios descritos en el mismo y su distinto tratamiento de 
acuerdo al caso específico. 
 
1.4 Derecho Comparado: Costa Rica, Guatemala, y México. 
A nivel mundial, el femicidio, manifestado como la violencia extrema contra las 
mujeres, ha sido una realidad poco reconocida; es importante destacar que en América 
Latina, este problema ha comenzado a visibilizarse, existiendo incluso sanciones de 
organismos internacionales en contra de países en los cuales no se ha precautelado el bien 
más preciado del ser humano que es la vida, en el caso específico de estudio, la vida de las 
mujeres.  
Dentro del contexto interamericano, es preciso señalar que los países objeto de 
comparación, han suscrito y ratificado los diferentes instrumentos internacionales de 
derechos humanos que fueron revisados anteriormente, asumiendo así su responsabilidad 
estatal de precautelar la integridad de las mujeres,  por lo tanto, es lógico que establezcan 
medidas de prevención, protección,  investigación y sanción en caso de que se vulneren los 
derechos humanos de las mujeres. Los Estados, mediante la ratificación que formulan a los 
Instrumentos Internacionales sobre Derechos Humanos, asumen también el compromiso de 
adecuar sus legislaciones a dichos Instrumentos Internacionales, en el caso concreto, en lo 
concerniente a violencia de género; y al hablar de una prevención, protección, investigación 
y sanción, nos referimos a la tipificación del delito de femicidio y su debido proceso. 
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Desde el año 2007, varios países de América Latina desarrollan procesos de tipificación 
en sus legislaciones, respecto de las muertes violentas de mujeres por razones de género, 
bajo el concepto de femicidio o feminicidio. Estos procesos no han sido homogéneos, pero 
se han ido modificando con los aprendizajes derivados de la promulgación y aplicación de 
las primeras leyes en América Latina. 
 
1.4.1 Doctrina 
Para la tipificación del delito de femicidio en Ecuador, se tomaron en cuenta las 
estadísticas existentes y su constante incremento; en el año 2012, Ecuador registró 234 
muertes violentas de mujeres, de estas el 68% ocurrieron por conflictos pasionales, según la 
Unidad de Estadísticas de la Fiscalía General del Estado, además  existen varios datos al 
respecto,  como los mencionados por Ana Carcedo, en su obra “Femicidio en Ecuador”, en 
la que comenta la investigación: “Femicidio en el Distrito Metropolitano de Quito” de 
Emma Ortega y Lola Valladares en 2007, estudio que evidenció que el 41% de los 204 
homicidios de mujeres reportados en Quito entre el 2000 y 2006 fueron femicidios 
cometidos por hombres cercanos a las víctimas y la otra mitad, por otros hombres, 
concluyendo también que en el 35% del total de casos, la violencia sexual medió en las 
muertes de las mujeres; otro estudio importante previo a la tipificación del delito de 
femicidio en Ecuador, se denomina  “Femicidio en Ecuador”, elaborado por Ana Carcedo y 
Camila Ordoñez, en  2010, el cual investiga 80 homicidios de mujeres ocurridas entre los 
años 2005 y 2007 en las ciudades de Cuenca, Guayaquil, Esmeraldas y Portoviejo llegando 
a la conclusión de que 62 corresponden a femicidios , es decir el 77.5%, asimismo surgen 
13 sospechas de femicidio, es decir un 16.3% y estima que solo 5 del total , correspondiente 
al 6.3%, son homicidios donde la condición de subordinación de género no fue la 
34 
 
causante,
31
 lo cual demuestra claramente que la mayoría de homicidios fueron ejecutados 
por motivos de género, convirtiéndolos en femicidios, la autora sugiere la prevención del 
delito antes de que el país se vea envuelto en una escalada de femicidios. 
Patricia Reyes Peña, investigadora del Centro Ecuatoriano para la Promoción y 
Acción de la Mujer, CEPAM, Guayaquil- Ecuador, señala que en Ecuador como en otros 
países de Centro y Sudamérica se ha iniciado un camino de visibilización del  femicidio, 
cuyo fin es la erradicación de la violencia y la impunidad existente por este delito, por lo 
que se deben tomar medidas al respecto, considerando la curva creciente que ha tenido en 
los últimos tiempos, sobre todo en algunos países de Centro y Suramérica, considera 
necesario descubrir el conjunto de prácticas mandatos y representaciones simbólicas que lo 
sostienen
32
. Estudios como el mencionado, posibilitan una percepción a fondo acerca del 
femicidio, aunque fue elaborado antes de la tipificación en nuestro país, constituye una guía 
con procedimientos seguidos en algunos casos de estudio, lo cual permite discernir y 
comprender la realidad social y procesal que envuelve a este delito. 
Al reconocerse  el feminicidio como un problema a nivel nacional en México, varios 
doctrinarios e investigadores del mencionado país y de otras nacionalidades, con interés 
particular en el problema creciente de feminicidio en México, han dedicado sus estudios a 
la violencia de género, particularmente a las muertes violentas producidas dentro de ese 
contexto, como son: Lucía Melgar, Marisa Belausteguigoitia
33
, Isabel Vericat
34
, entre otras 
y otros investigadores, han dado importancia al tema, a partir de lo cual, se ha logrado 
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  Patricia Reyes, Rutas de Impunidad. El femicidio íntimo en Guayaquil (Guayaquil: CEPAM, 2013),  12. 
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 Marisa Belausteguigoitia y Lucía Melgar, Fronteras, violencia, justicia: nuevos discursos (México: 
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visibilizar el delito, tratando también como tema relevante los casos de Ciudad Juárez y la 
sentencia de la Corte IDH . 
Ligia Tavera Fenollosa, otra de las doctrinarias, al referirse al femicidio/feminicidio 
en México, critica la falta de registros de este tipo de delitos, manifiesta que existe una 
guerra de cifras sobre el número real de feminicidios, sin embargo, señala que la Fiscalía 
Especial, creada para la atención de delitos relacionados con los homicidios de mujeres en 
el Municipio de Juárez, Chihuahua, creada en respuesta a un informe y recomendación de 
la Comisión Interamericana de  Derechos Humanos, dio a conocer que dentro del período 
1993-2005, se cometieron 379 homicidios de mujeres, estableciendo que el 31% de estos 
casos provenían de violencia social (venganza, riña, robo, imprudencia, circunstancial, 
pandillerismo), el 28% producidos por violencia doméstica (intrafamiliar y pasional); 
20.6% por violencia sexual; y, 20% indeterminados 
35
. Esta imprecisión de cifras es 
alarmante, demostrando la falta de interés por parte del Estado, para esclarecer los 
feminicidios producidos, asunto indiscutiblemente de responsabilidad estatal, tal como lo 
señala la Corte IDH en su sentencia contra el referido Estado, esta falla en la investigación 
y sanción contribuye a la impunidad, la  escasez de transparencia en la información acerca 
de los procedimientos llevados en cada caso imposibilita realizar el seguimiento adecuado. 
El Instituto Interamericano de Derechos Humanos
36
, ha realizado estudios respecto al 
feminicidio y la responsabilidad estatal en los casos de femicidio en ciudad Juárez, estudio 
que genera una visión más amplia desde el punto de vista de derechos humanos. 
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En Guatemala, también se han realizado importantes estudios con respecto al 
femicidio/feminicidio como aporte a su visibilización, la doctrina ha dedicado sus 
investigaciones al respecto, se destacan doctrinarias como Ana Leticia Aguilar
37
,  Díez, 
Andrea y Herrera, Kenia
38
. El sector justicia de Guatemala, con la colaboración y 
financiamiento de organismos internacionales europeos, ha desarrollado un plan estratégico 
para la aplicación de la ley contra el femicidio y otras formas de violencia contra la mujer
39
, 
el cual, busca armonizar las disposiciones normativas internas preexistentes, con la ley 
contra el femicidio y otras formas de violencia contra la mujer, sin embargo, el mencionado 
plan, trata más asuntos administrativos que operativos. 
Mientras que en lo referente al femicidio en Costa Rica, existen también estudios 
importantes, realizados por Ana Hidalgo
40
, así también se destacan las investigaciones 
llevadas a cabo por  Ana Carcedo, investigadora nacida en Madrid pero radicada en Costa 
Rica, quien ha realizado varias investigaciones del femicidio en América Latina, 
encontrándose estudios realizados por la misma en todos los países objeto del presente 
estudio comparado; con respecto a Costa Rica, menciona que existen pocas estadísticas 
sistemáticas sobre el tema, pero que se puede constatar un incremento de este tipo de 
violencia, de acuerdo a su investigación, da a conocer que el 70% del total de homicidios de 
mujeres, dentro del período 1990-1999 son femicidios, es decir que la condición necesaria 
para su ejecución es haber sido mujeres, la autora hace una comparación con la muerte de 
hombres, llegando a la conclusión que únicamente el 2.7% de estos decesos habrían sido 
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producidos por sus “hijas, esposas compañeras mujeres”, señala también que la 
permisividad y dominación masculina contribuye a prácticas cotidianas de violencia en 
contra de las mujeres, demostrando en su investigación que la falta de tipificación en el 
tiempo de su investigación, provocaba impunidad, al ser tratado el femicidio como 
homicidio simple
41
, sin que existan procedimientos adecuados y leyes, que aparecieron con 
posterioridad, respecto de lo cual manifiesta:  
 
Hasta el 2006 el número de feminicidios en Costa Rica había sido de 35 y una vez que se 
aprueba la Ley de Penalización de Violencia Contra las Mujeres en el 2007, que es la 
primera que penaliza el feminicidio, el número de casos bajó a 17,  es decir a la mitad, esto 
fue posible porque además se produjo una reacción de condena de todos los sectores de la 
sociedad, medios de comunicación, instituciones estatales, el Poder Judicial y el 
Legislativo, es decir hubo una voluntad conjunta para atacar el problema
42
. 
 
Durante la investigación de la doctrina de los países objeto de comparación, se 
puede constatar que los estudios realizados abordan temas en particular de cada país, pero 
también se interesan por el espacio Latinoamericano, buscando realizar aportes para este 
conglomerado. Investigadoras tales como: Marcela Legarde, Mariana Yépez, Ana Carcedo, 
Elizabeth Quiroa, gracias a sus estudios, han contribuido a la comprensión de los temas 
relevantes concernientes al femicidio/feminicidio, su tipificación, procedimientos, 
judicialización, y  sanción.  La jurista Mariana Yépez Andrade al referirse a la importancia 
de la tipificación del delito en Ecuador manifiesta: “En vista de que no existía una norma 
punitiva específica, no se contaba tampoco con mecanismos de investigación y sanción de 
los ataques, la sistematicidad y la reincidencia, convirtiendo así en ineficaz la protección 
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integral de los bienes jurídicos tutelados: la vida y la integridad personal de las mujeres.”43 
Al respecto, es necesario mencionar, que con la tipificación del femicidio, los mecanismos 
de investigación y sanción deben guiarse por procedimientos claros, mismos que deben ser 
desarrollados con eficacia por la Fiscalía General del Estado, con el fin de  que permitan 
una protección integral de los bienes jurídicos tutelados en el delito de femicidio, 
imponiéndose la respectiva sanción a las personas responsables 
 
1.4.2 Legislación – Tipificación 
La creación del tipo penal de femicidio/feminicidio en cada una de las legislaciones 
analizadas, responde a las necesidades verificadas, de acuerdo a su realidad social, con el 
fin de prevenirlo, sancionarlo y erradicarlo. Guatemala
44
, Costa Rica
45
,  México
46
, y  
Ecuador
47
, han incluido en sus legislaciones el femicidio/feminicidio, como tipo penal 
independiente; constando como delito de femicidio, en Guatemala, Costa Rica y Ecuador, 
mientras que en México, consta como delito de feminicidio, demostrándose que la 
tipificación del delito es realizada independientemente de las consideraciones teóricas de 
los dos términos, como lo analizamos al inicio del presente capítulo, dentro del acápite de 
precisiones terminológicas. 
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Cuadro comparativo de la legislación, tipificación del delito de femicidio - feminicidio 
en Guatemala, Costa Rica, México y Ecuador. 
 
 
PAÍS ANO LEY TIPIFICACIÓN PENA 
Costa Rica 2007 Ley Nº 8589 
Penalización de la 
violencia contra 
las mujeres,  de12 
de abril del 2007, 
publicada en la 
Gaceta No. 103 
del 30 de mayo 
del 2007. 
 
Artículo 21. Femicidio: Se le 
impondrá pena de prisión de 
veinte a treinta y cinco años a 
quien dé muerte a una mujer con 
la que mantenga una relación de 
matrimonio, en unión de hecho 
declarada o no. 
Prisión 20-35años 
Sancionado con 
prisión de veinte a 
treinta y cinco 
años. 
Guatemala 2008 Ley contra el 
Femicidio y otras 
Formas de 
Violencia Contra 
la Mujer  
Artículo 6. Femicidio; 
Comete el delito de femicidio 
quien, en el marco de las 
relaciones desiguales de poder 
entre hombres y mujeres, diere 
muerte a una mujer, por su 
condición de mujer, valiéndose 
de cualquiera de las siguientes 
circunstancias: a. Haber 
pretendido infructuosamente 
establecer o restablecer una 
relación de pareja o de intimidad 
con la víctima. b. Mantener en la 
época en que se perpetre el 
hecho, o haber mantenido con la 
víctima relaciones familiares, 
conyugales, de convivencia, de 
intimidad o noviazgo, amistad, 
compañerismo o relación 
laboral.  
c. Como resultado de la reiterada 
manifestación de violencia en 
contra de la víctima. d. Como 
resultado de ritos grupales 
usando o no armas de cualquier 
tipo.  
e. En menosprecio del cuerpo de 
la víctima para satisfacción de 
instintos sexuales, o cometiendo 
actos de mutilación genital o 
cualquier otro tipo de 
mutilación.  
f. Por misoginia.  
g. Cuando el hecho se cometa en 
presencia de las hijas o hijos de 
la víctima.  
h. Concurriendo cualquiera de 
las circunstancias de calificación 
contempladas en el artículo 132 
Prisión 25 - 50 
años.  
La persona 
responsable de este 
delito será 
sancionada con 
pena de prisión de 
veinticinco a 
cincuenta años, y 
no podrá 
concedérsele la 
reducción de la 
pena por ningún 
motivo. Las 
personas 
procesadas por la 
comisión de este 
delito no podrán 
gozar de ninguna 
medida sustitutiva.  
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del Código Penal.  
México  2012 Código Federal 
Penal, incluido 
mediante decreto 
por el que se 
reforman y 
adicionan 
diversas 
disposiciones del 
Código federal 
Penal, de la Ley 
General de 
Acceso de las 
Mujeres a una 
Vida Libre de 
Violencia, de la 
Ley Orgánica de la 
Administración 
Pública Federal y 
de la Ley Orgánica 
de la 
Procuraduría 
General de la 
República. 
Arttículo 325.- Feminicidio: 
Comete el delito de feminicidio 
quien prive de la vida a una 
mujer por razones de género. Se 
considera que existen razones de 
género cuando concurra alguna 
de las siguientes circunstancias:  
I. La víctima presente signos de 
violencia sexual de cualquier 
tipo;  
II. A la víctima se le hayan 
infligido lesiones o mutilaciones 
infamantes o degradantes, 
previas o posteriores a la 
privación de la vida o actos de 
necrofilia;  
III. Existan antecedentes o datos 
de cualquier tipo de violencia en 
el ámbito familiar, laboral o 
escolar, del sujeto activo en 
contra de la víctima;  
IV. Haya existido entre el activo 
y la víctima una relación 
sentimental, afectiva o de 
confianza;  
V. Existan datos que establezcan 
que hubo amenazas relacionadas 
con el hecho delictuoso, acoso o 
lesiones del sujeto activo en 
contra de la víctima;  
VI. La víctima haya sido 
incomunicada, cualquiera que 
sea el tiempo previo a la 
privación de la vida;  
VII. El cuerpo de la víctima sea 
expuesto o exhibido en un lugar 
público.  
A quien cometa el delito de 
feminicidio se le impondrán de 
cuarenta a sesenta años de 
prisión y de quinientos a mil días 
multa.  
Además de las sanciones 
descritas en el presente artículo, 
el sujeto activo perderá todos los 
derechos con relación a la 
víctima, incluidos los de carácter 
sucesorio.  
En caso de que no se acredite el 
feminicidio, se aplicarán las 
reglas del homicidio.  
 
Al servidor público que retarde o 
entorpezca maliciosamente o por 
negligencia la procuración o 
Prisión 40 - 60 
años. Multa 500 - 
1.000 días  
A quien cometa el 
delito de 
feminicidio se le 
impondrán de 
cuarenta a sesenta 
años de prisión y 
de quinientos a mil 
días multa. Además 
el sujeto activo 
perderá todos los 
derechos con 
relación a la 
víctima, incluidos 
los de carácter 
sucesorio.  
 
Prisión 3 - 8 años. 
Multa 500 - 1.500 
días. Destitución e 
inhabilitación de 3 
a 10 años para 
ejercer cargo 
público 
 
Se impondrá pena 
de prisión de tres a 
ocho años y de 
quinientos a mil 
quinientos días 
multa, además será 
destituido e 
inhabilitado de tres 
a diez años para 
desempeñar otro 
empleo, cargo o 
comisión públicos 
El servidor público 
que retarde o 
entorpezca 
maliciosamente o 
por negligencia la 
procuración o 
administración de 
justicia 
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administración de justicia se le 
impondrá pena de prisión de tres 
a ocho años y de quinientos a 
mil quinientos días multa, 
además será destituido e 
inhabilitado de tres a diez años 
para desempeñar otro empleo, 
cargo o comisión públicos. 
Ecuador 2014 Código Integral 
Penal 
“Artículo 141.- Femicidio: La 
persona que, como resultado de 
relaciones de poder manifestadas 
en cualquier tipo de violencia, dé 
muerte a una mujer por el hecho 
de serlo o por su condición de 
género, será sancionada con 
pena privativa de libertad de 
veintidós a veintiséis años. 
 
Artículo 142.- Circunstancias 
agravantes del femicidio.- 
Cuando concurran una o más de 
las siguientes circunstancias se 
impondrá el máximo de la pena 
prevista en el artículo anterior: 
1. Haber pretendido establecer o 
restablecer una relación de 
pareja o de intimidad con la 
víctima. 
2. Exista o haya existido entre el 
sujeto activo y la víctima 
relaciones familiares, 
conyugales, convivencia, 
intimidad, noviazgo, amistad, 
compañerismo, laborales, 
escolares o cualquier otra que 
implique confianza, 
subordinación o superioridad. 
3. Si el delito se comete en 
presencia de hijas, hijos o 
cualquier otro familiar de la 
víctima. 
4. El cuerpo de la víctima sea 
expuesto o arrojado en un lugar 
público.” 
 
 
Pena privativa de 
libertad 
  
De veintidós a 
veintiséis años  
(22-26) 
 
Cuando concurran 
las agravantes del 
artículo 142 se 
impondrá la pena 
máxima 
 
El Ecuador tipifica el delito de femicidio, en el artículo 141 del Código Orgánico Integral 
Penal vigente, incorporándolo como tipo penal independiente, al igual que Guatemala, que 
lo incluye en la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer; 
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Costa Rica lo incluye a su legislación mediante la Ley Nº 8589 de Penalización de la 
violencia contra las mujeres, y México mediante Decreto que modificó el Código Federal 
Penal.  
En Costa Rica la tipificación limita el femicidio únicamente dentro de dos 
supuestos, es decir matar a la cónyuge o a la mujer con la que mantenga unión de hecho, 
cerrando la puerta a la posibilidad de otras circunstancias en las que se manifiesta el delito, 
lo cual deja fuera de su alcance a un alto grado de femicidios que son cometidos por ex 
parejas de las víctimas, y en general a todo aquel que mate a una mujer por motivos de 
género, se considera que la tipificación en Costa Rica, es insuficiente, pues no cubre el 
verdadero fin de su existencia; además es preciso señalar que este artículo quedó desierto 
frente a la eliminación de dos artículos de la ley, mismos que se relacionaban con la 
violencia de género, eliminación que fue realizada por parte de la Sala Constitucional de 
Costa Rica, a través de su declaratoria de inconstitucionalidad de los antedichos artículos 
que sancionaban  la violencia psicológica, mediante resolución No. 15447-08
48
, ante lo cual 
surgieron infinidad de críticas dentro y fuera del país, considerando a la decisión como un 
retroceso en cuanto a la protección de los derechos humanos, por lo que la Asamblea 
Legislativa, con 41 votos de 45, lograron restituirlos; al respecto, se considera que en la 
mencionada reforma también debió ampliarse la tipificación del femicidio, que continúa 
siendo insuficiente, al no abarcar todas las posibilidades para su ejecución, mereciendo 
estar claramente determinadas en la ley. 
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 Resolución No. 15447-08, de 18 de octubre de 2008,  de la Sala Constitucional de Costa Rica, declaró con 
lugar a la acción de inconstitucionalidad contra los artículos 22 y 25 de la Ley de Penalización de la Violencia 
contra las Mujeres, por considerar que existe falta de precisión en los tipos penales de violencia contra las 
mujeres  constantes en los mencionados artículos. 
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En México, la tipificación del delito de feminicidio incorpora una enumeración 
taxativa de las circunstancias que dan lugar a la existencia del delito, incluyendo la 
presencia de signos de violencia sexual, lesiones, mutilaciones degradantes, actos de 
necrofilia perpetrados en la víctima, presencia de antecedentes de violencia intrafamiliar, 
laboral, escolar, por parte del autor, existencia de relación sentimental, afectiva o de 
confianza entre víctima y victimario, precedentes de amenazas, acoso o lesiones, también 
se considera la incomunicación de la víctima previo a la privación de la vida, y que el 
cuerpo sea expuesto o exhibido en un lugar público, lo cual debe analizarlo el juzgador con 
perspectiva de género.  
El artículo en análisis, también sanciona a los servidores públicos que retarden o 
entorpezcan maliciosamente o por negligencia la administración de justicia, lo cual tiene 
que ver con la responsabilidad estatal que ha debido asumir este país por la atroz y 
reincidente violación a los derechos humanos de las mujeres en su territorio, principalmente 
por el exceso de número de muertes violentas por razones de género.   
Existe semejanza entre la tipificación del delito en Ecuador y Guatemala, los dos 
países determinan de manera específica que el femicidio se produce cuando existe relación 
desigual de poder, en contra de la mujer, motivada en género; se verifica también que 
Guatemala establece como condicionante para que opere el femicidio, que el agresor haya 
pretendido infructuosamente establecer o restablecer una relación de pareja o de intimidad 
con la víctima, cuando se haya cometido en presencia de hijos o hijas,  exista o haya 
existido con la víctima relaciones familiares, conyugales, de convivencia, de intimidad o 
noviazgo, amistad, compañerismo o relación laboral, mientras que el Código Orgánico 
Integral Penal ecuatoriano, no las considera como condicionantes sino como agravantes del 
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tipo penal, incluyendo también como agravante, el haber mantenido cualquier relación que 
implique confianza víctima-agresor y que se lo haya perpetrado en presencia de cualquier 
familiar de la víctima
49
.  
En cuanto a la pena: en Costa Rica, se sanciona con prisión de 20 a 35 años,  en 
Guatemala con prisión de 25 a 50  años, en México, el delito es sancionado con  prisión de 
40 a 60 años y multa de 500 a 1.000 días, además el sujeto activo perderá todos los 
derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio, mientras que los 
funcionarios públicos que entorpezcan la actividad judicial en estos casos serán 
sancionados con prisión de 3 a 8 años y  multa de 500 a 1.500 días, la destitución de su 
cargo y la  inhabilitación de 3 a 10 años para ejercer cargo público. 
 
1.4.3 Procedimientos 
La existencia del Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las 
muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio), como iniciativa 
para mejorar y unificar las prácticas de investigación del delito, sirve de guía general para 
Latinoamérica, sin embargo, es necesario que cada país, de acuerdo a su legislación, 
tipificación del delito y realidad, ponga en práctica protocolos de investigación del 
femicidio/feminicidio, con el fin de conseguir mayor eficacia en las investigaciones 
especializadas y con la debida diligencia, para la obtención de pruebas sólidas que den 
consistencia a los fallos judiciales, evitando la impunidad;  dentro de este contexto, es 
trascendental el rol que desempeñan las autoridades a cargo de la investigación judicial, es 
decir los fiscales. 
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 Artículo 142.2 Código Orgánico Integral Penal 
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Un punto importante a tener en consideración, es la aplicación de procedimientos 
especializados, tanto en la investigación, como en la sanción del delito de femicidio; de los 
países analizados únicamente en Guatemala existen juzgados de primera  instancia para 
conocer y resolver los delitos de femicidio y  Tribunales de sentencia penal de delitos de 
femicidio, así también fiscalías de delitos contra la vida e integridad física de la mujer.
50
 
 
1.4.4 Pronunciamientos judiciales    
La tipificación del delito de femicidio/feminicidio, no garantiza su correcta 
aplicación, podemos citar un caso suscitado en México, en el que el Juez 52 de lo Penal del 
Distrito Federal, el 5 de junio del 2013, condenó por homicidio calificado al autor de un 
delito que reunía los presupuestos necesarios para ser considerado de acuerdo a su 
legislación, como feminicidio, argumentando que el individuo “no era un sujeto peligroso 
para la sociedad”, entre los procedimientos erróneos encontrados en el presente caso, 
podemos citar que no se dio aviso a la Agencia Especializada de Investigación del 
Feminicidio, la investigación fue realizada por la Fiscalía especial de investigación de 
secuestros, la cual tiene una especialización completamente diferente a la necesaria para la 
pesquisa de feminicidios, de  esta manera se explica la negligencia del Ministerio Público, 
al realizar la imputación por delito de homicidio, pese a que los hechos e indicios 
evidenciaban feminicidio, la decisión del Juez tampoco se considera acertada, por cuanto 
determina que el cuerpo de la víctima no se encontró en un “espacio público”,  como lo 
prescribe la norma, a pesar de que se lo encontró en un hotel que evidentemente es un lugar 
de concurrencia  masiva, considerando también que no estaba desnuda, porque se la 
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 Artículo 15 Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer. Página web de la Corte 
Suprema de Justicia de Guatemala: 
http://www.oj.gob.gt/index.php?option=com_content&view=article&id=274&Itemid=92 
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encontró cubierta con una sábana, descartando otro presupuesto del tipo penal, sin 
considerar que la sábana no constituye una prenda de vestir, el juez negó también la víctima 
fue incomunicada, a pesar de que se demostró que la familia le llamó en varias ocasiones 
sin obtener respuesta, lo cual produjo que condenará a un feminicida como homicida y que 
la pena impuesta sea de 35 años en lugar de 60 años de cárcel
51
, demostrándose en esta 
resolución, una falta de juzgamiento con perspectiva de género.  
La Primera Sala de la Corte Suprema de la Nación en México mediante sentencia, 
resolviendo un amparo directo en revisión (2451/2013/), respecto a la relación sentimental 
necesaria entre sujeto activo y pasivo, para la configuración del delito de feminicidio ha 
determinado que dicho requisito no es ambiguo, por lo tanto no puede declararse su 
inconstitucionalidad, señalando que es claro que el término relación sentimental, si tiene 
una connotación determinada y específica, capaz de regular la conducta, sin que sea 
necesario que el legislador incluya su significado, señalando que desde el punto de vista 
gramatical, “se compone de los vocablos relación, que significa conexión, trato, 
correspondencia, comunicación de alguien con otra persona, y sentimental que se refiere a 
relaciones amorosas sin vínculos regulados por la ley, lo que se traduce, como en el caso, 
que el feminicidio se comete prevaleciendo una relación amorosa sin vínculos regulados 
por la ley.”52 , lo cual permite al juez aplicar la ley de acuerdo al caso concreto.  
En Costa Rica existen pocas sentencias de femicidio, debido a que la tipificación del 
delito es restringida, pues se considera femicidio únicamente si la muerte violenta de la 
mujer se produce por parte de su pareja sentimental, lo cual con frecuencia es alegado por 
los autores del delito, como en el caso que analizamos a continuación, se trata de la 
                                                          
51En este sentido, véase http://www.womenslinkworldwide.org/wlw/sitio/caso-interna.php?idcaso=367 . 
Fecha de consulta: 3 de noviembre de 2014. 
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 http://www.pudh.unam.mx/perseo/?p=3818#more-3818 . Fecha de consulta 9 de noviembre de 2014. 
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sentencia emitida por la  Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia de  Justicia de Costa 
Rica, en la que el recurrente alegó errónea aplicación del artículo 21 de la Ley de 
Penalización de la Violencia contra las Mujeres, afirmando que el tribunal ad quem no hizo 
una valoración adecuada de los presupuestos requeridos por el tipo penal para la 
configuración del delito por el que resultó condenado, argumentando que no existió “unión 
de hecho no declarada”, como consta en la norma, pues según afirmó, al no estar definida 
en la ley aplicada, la unión de hecho no declarada debe tenerse por inexistente para la vida 
jurídica, por lo que solicita verificar la concurrencia de los elementos objetivos que, según 
la redacción del artículo 112 inciso 1) del Código  enal, determinan una unión de hecho, un 
tiempo de convivencia mayor a los dos años, condición que no se cumplía en el presente 
asunto, pues  según manifestó la propia víctima, para el momento en que ocurre el suceso, 
apenas iba a cumplir cuatro meses con el procesado, por lo que el recurrente argumentó que 
existía una convivencia pasajera y ocasional no protegida por la norma que le fue aplicada, 
solicitando que se anule la sentencia, en lo que respecta a la calificación jurídica otorgada a 
los hechos, y se recalifiquen los mismos. La Corte afirma que la norma penal cuestionada sí 
estuvo correctamente aplicada determinando que la conducta realizada por el recurrente: 
sí se subsume en el tipo penal de femicidio, en tentativa, según lo dispuesto en el artículo 21 
de la Ley de  enalización de la  iolencia contra las Mujeres (en relación con el artículo 24 
del Código  enal). Dicho tipo penal sanciona con pena de prisión de veinte a treinta y cinco 
años, a quien:  ...dé muerte a una mujer con la que mantenga una relación de matrimonio, 
en unión de hecho declarada o no...’. En lo que interesa, en el presente asunto se acusó y se 
tuvo por demostrado, que el domingo 26 de abril de 2009, aproximadamente a las 23:00 
horas, el imputado V. -quien según se determinó, tenía ocho meses de convivir en unión 
libre con R, ingresó a la habitación donde ésta se encontraba: ´...y sin intercambiar palabras 
con la víctima comenzó a darle una brutal golpiza en todo su cuerpo tanto con sus manos, 
sus pies, contra las paredes, levantando el cuerpo de la ofendida y arrojándolo al suelo 
repetidas veces, al punto que se ensañó sobre la corporalidad de su víctima... , causándole 
así, múltiples golpes en repetidas ocasiones en todo su cuerpo, acreditándose que, a pesar 
de haber realizado todos los actos necesarios para acabar con su vida, el imputado no logró 
su cometido en razón de la fortaleza y juventud de la ofendida…. [ ara resolver este caso, 
la Corte se basó en el artículo 2 de la Convención Belém do Pará]  ´2) se entenderá que 
violencia contra la mujer incluye la violencia física,  sexual y psicológica: “a). que tenga 
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lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya 
sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que 
comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual´;[ artículo en el que se amparan 
para resolver que]… la relación personal existente entre el imputado y la ofendida quienes 
tenían algunos meses de convivir como pareja en el mismo domicilio- sí se encontraba 
amparada por la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, integrando para 
ello, la redacción del artículo 21 de dicha ley, con lo dispuesto en el artículo 2) de la 
Convención interamericana para  prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
(Convención De Belém do Pará), al ser ésta última, una norma de mayor rango que protege 
en mayor medida los derechos y garantías de las mujeres víctimas de violencia, a la cual, 
además, la misma ley se remite como fuente de interpretación, según se ha indicado...
53
 
 
Mediante esta sentencia se demuestra la voluntad del tribunal de justicia 
costarricense, por no dejar en la impunidad tan execrable delito, amparándose en normativa 
internacional de protección de derechos humanos,  y específicamente la Convención Belém 
Do Pará, que protege integralmente a la mujer, con una cobertura más amplia respecto de la 
violencia perpetrada en su contra, a pesar de la limitación de los presupuestos del tipo penal 
existentes en Costa Rica. 
Guatemala es el país desde el cual Ecuador realiza el traslado del femicidio; en el 
2010 Guatemala se convirtió el primer país en el mundo en crear órganos jurisdiccionales 
especializados en violencia de género; según estadísticas proporcionadas por el Centro 
Nacional de Análisis y Documentación Judicial de Guatemala, en los tribunales ordinarios 
solo 7,5 % de los casos de femicidio/feminicidio y otras formas de violencia contra la mujer 
resultan en una sentencia condenatoria, mientras que en las cortes especializadas la cifra 
supera ya el 30 %.
54
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 Resolución No. 1416-2010,  de 22 de diciembre de 2010. Disponible en: 
http://jurisprudencia.poderjudicial.go.cr/SCIJ_PJ/busqueda/jurisprudencia/jur_Documento.aspx?param1=Fi
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Corte&nValor2=500775&lResultado=&lVolverIndice=&param01=&param2=15&strTipM=T&strDirSel=directo 
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guatemala 
 
49 
 
Es importante analizar los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia de 
Guatemala, en sentencia, la Cámara Penal de la Corte Suprema de Justicia resuelve un 
asunto importante para la calificación del delito de femicidio:  
 
La relación de causalidad exige la estrecha relación entre la acción, el resultado y la 
imputación objetiva de esa acción al sujeto activo, como presupuesto mínimo para exigir la 
responsabilidad por la comisión del hecho delictivo. Para el delito de femicidio, el nexo 
causal se verifica cuando, de los hechos acreditados se extrae que el sujeto activo es de 
sexo masculino, la víctima es de sexo femenino de cualquier edad, el verbo rector es dar 
muerte, y el dolo consiste en la intención de dar muerte a una mujer, en el marco de las 
desiguales relaciones de poder entre hombres y mujeres. femicidio55 
 
Del extracto de la transcrita sentencia, se establece que dentro de la relación de 
causalidad necesaria para la imputación del delito de femicidio, el nexo causal se justifica 
cuando el autor es hombre, con la intención de matar a la víctima mujer, siempre que sea 
dentro de relaciones de poder, para esta determinación, sería importante que la misma Corte 
defina el contexto de relaciones de poder. 
Existe pronunciamiento de la Corte de la Constitucionalidad de Guatemala, 
mediante el cual, la mencionada Corte tutela de manera efectiva los derechos de las 
mujeres, declarando constitucional la ley que tipifica el femicidio
56
, llegando inclusive a 
sancionar a los abogados que interpusieron la acción de inconstitucionalidad, quienes 
alegaban que la ley violentaría el derecho de igualdad; la Corte de la Constitucionalidad, 
realiza un profundo análisis respecto a la situación de discriminación y desigualdad que 
sufren las mujeres, así como el aumento  de las muertes por razones de género producidas 
en ese país, principal causa de la creación de la ley que sanciona el femicidio. La Corte 
considera también en su sentencia, que la tipificación del mencionado delito es una medida 
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 Res. No. 11-2011, de 01 de abril de 2011. 
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 Res. 3009-2011, de 23 de febrero de 2012. Disponible en: 
http://www.cc.gob.gt/documentosCC/SentenciaCC_LeyFemicidio.pdf 18 de noviembre de 2014 
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preventiva y sancionadora de la violencia a las mujeres como producto de la desigual 
relación de poder persistente en perjuicio de las mujeres; la Corte de la Constitucionalidad 
hace mención a la concordancia de la tipificación del femicidio con los instrumentos 
internacionales sobre Derechos Humanos, firmados y ratificados por Guatemala, 
determinando también que no se violenta el derecho de igualdad, pues el legislador tiene la 
potestad de determinar categorías en los particulares, siempre que tal diferenciación se 
justifique con una base razonable, de acuerdo a la problemática social y en cumplimiento 
de los fines del Estado, que es lo que ocurre con la ley en controversia
57
. 
En Ecuador el delito de femicidio, se incluye con el Código Orgánico Integral Penal, 
vigente desde el mes de agosto de 2014; ante esta realidad las y los jueces, tienen la 
responsabilidad de  crear jurisprudencia que sustente la protección de derechos de las 
mujeres y sancione la violencia y discriminación en su contra. 
La primera sentencia de femicidio pronunciada en Ecuador, fue la emitida por el 
Tribunal de Garantías Penales de Riobamba, el 24 de diciembre de 2014, a las 9h21, esta 
sentencia es una buena referencia dentro del campo de juzgamiento del femicidio, por 
cuanto contiene algunos elementos que contribuyen a la tutela de derechos, la mencionada 
decisión se basa en instrumentos internacionales de derechos humanos, así como en la 
Constitución y en el Código Orgánico Integral Penal, entre los instrumentos internacionales 
de derechos humanos incorpora: La Declaración Universal de Derechos Humanos, 
Convención Interamericana de Derechos Humanos, Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem do Para), que protegen 
el derecho a la vida, contiene también doctrina como la obra Derecho Penal Especial de 
Francisco José Ferreira, refiriéndose a la protección del derecho a la vida, se hace un 
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estudio de la materialidad, responsabilidad, imputabilidad, antijuricidad de la conducta, en 
la resolución también se realiza un análisis detallado de las pruebas, el cual les permite 
arribar a su decisión, a través de la valoración de testimonios, peritajes,  y demás pruebas, 
analizando también la forma en que se encontró el cadáver de la víctima, tomando en 
cuenta la necropsia realizada, la cual permitió determinar la causa de muerte, es decir 
homicidio por hemotórax, laceración pulmonar por penetración de arma blanca punzo 
cortante; se toma en cuenta el gran número y la forma de las heridas producidas a la 
víctima, lo cual permite desvirtuar la teoría del caso de la defensa dirigida hacia una 
supuesta legítima defensa; uno de los testimonios claves tomado en cuenta por el tribunal es 
el de la hija de la víctima y el agresor, quien narró los hechos, evidenciando que existieron 
agresiones anteriores, en las cuales ella tuvo que intervenir para que su padre no agreda a su 
madre.  
En la sentencia se determina la existencia de la infracción, a través de: la necropsia, 
reconocimiento del lugar y de las evidencias, inspección ocular técnica, determinándose la 
identidad de la víctima, así como el lugar del cometimiento del delito; así también en la 
resolución se establece la responsabilidad del procesado, a través de:  testimonios unívocos 
y concordantes que determinaron la existencia de agresiones previas, el testimonio de la 
hija de la víctima y agresor que dio a conocer su presencia en algunos episodios de 
violencia de su padre contra su madre, autopsia, localización de las heridas, número de 
heridas, haciendo hincapié en los siete orificios con desgarre de fibras textiles encontrados 
en las prendas de vestir de la víctima, constatando la existencia de ocho heridas en total, 
una de las cuales era anterior, por cuanto se encontraba en reabsorción, ubicada a nivel de 
la región precordial (tetilla), por lo que se relaciona con el relato del episodio de violencia 
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mencionado en los testimonios, que reseña la herida en la víctima cuando el agresor fue a 
dialogar con la víctima y este le agredió en el seno. 
 Los jueces en la sentencia analizada, determinan que la inestabilidad de la situación 
conyugal provocó la muerte de la víctima; se descarta la defensa del procesado en cuanto a 
la aseveración de actuación en legítima defensa, tomando en cuenta las heridas del 
procesado, las cuales no evidencian legítima defensa, ni que sus actuaciones se enmarquen 
dentro de los requisitos de legítima defensa establecidos en el artículo 33 del Código 
Orgánico Integral Penal; con respecto a la tesis de la defensa de que no se trató de femicidio 
porque el procesado no odia a las mujeres, los jueces manifiestan que no tiene asidero legal 
esta pretensión, explicando la naturaleza jurídica del artículo 141 del Código Orgánico 
Integral Penal, y manifestando que el femicidio es “la manifestación extrema de la violencia 
contra las mujeres e implica la muerte de una mujer por el hecho de serlo o por su 
condición de género. Usualmente es el resultado de una violencia reiterada, muchas veces 
ocurre cuando la mujer intenta separarse del agresor y terminar con el ciclo de violencia”; 
por lo que el tribunal llega a la conclusión de que si existió el delito de femicidio, pues se 
probó la muerte de una mujer, dentro de relación de poder, como producto de una reiterada 
manifestación de violencia. 
La sentencia analizada es una decisión que cumple los parámetros y observancia de 
derechos humanos, cabe indicar que es responsabilidad de los jueces seguir tutelando 
derechos por medio de sus resoluciones, la manera de lograrlo es a través de una eficiente 
valoración de pruebas, las cuales deben ser recogidas en forma ágil, por fiscales 
competentes y capacitados, que permitan llegar a la conclusión tanto de la existencia de la 
infracción como de la responsabilidad del procesado, de tal manera que los jueces puedan 
motivar sus sentencias y queden como base de observancia y tutela de derechos. 
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A través de estos pronunciamientos judiciales se puede constatar que no basta con la 
tipificación del delito de femicidio, pues si no se le otorga una debida aplicación, no deja de 
ser letra muerta; en este análisis de pronunciamientos judiciales, cabe destacar la decisión 
del más alto Tribunal de Justicia de Costa Rica (segunda sentencia estudiada), el cual en 
aras de una debida protección del derecho a la vida de la mujer, a pesar de contar con una 
tipificación limitada para resolver la controversia, aplica de manera directa la Convención 
Belém Do Pará, al considerarla un instrumento internacional que protege en mayor medida 
los derechos de la mujer, este es un ejemplo para los juzgadores de nuestro país, a quienes 
les espera un largo recorrido en el juzgamiento del femicidio, reto que deben afrontarlo 
comprendiendo el contexto de violencia y relaciones desiguales de poder dentro del cual se 
produce, y a través de un juzgamiento con perspectiva de género garantizaran una debida 
tutela de los bienes jurídicos protegidos.   
 
RESULTADO DEL EJERCICIO COMPARATIVO 
A partir de la comparación realizada se puede deducir que para que haya operado el 
traslado jurídico del femicidio a nuestra legislación, no se requiere únicamente que se 
compartan ideologías, escuelas de pensamiento, modelos de Estado, fuentes del derecho o 
familias jurídicas comunes, sino que es indispensable la predisposición compartida de 
gobernantes, de la ciudadanía, y la decisión de trasladar la institución jurídica a nuestro 
país, previo el análisis, necesidad, estudios que en efecto fueron realizados, debido a la 
preocupante realidad de incremento de muertes violentas en contra de las mujeres, por el 
hecho de ser tales. 
El traslado jurídico del femicidio no fue una mera recepción, específicamente desde 
Guatemala, como modelo latinoamericano de tipificación del  femicidio, pero si es el país 
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con el cual Ecuador tiene más similitud en cuanto a la institución jurídica, de acuerdo a sus 
antecedentes y tipificación; pues a través de la investigación realizada, se constata que 
Ecuador previamente interactuó con los países latinoamericanos en donde se encuentra 
tipificado el delito, además se realizaron varios estudios, con participación social, tomando 
en cuenta el escenario o contexto del país, así también, en el camino se discutieron 
cambios, se los adaptaron  a la realidad ecuatoriana, con algunas modificaciones, 
produciéndose una transformación o transmutación en la cultura jurídica, lo cual, imprime 
identidad . 
Para la plena vigencia y efectividad del traslado del femicidio en Ecuador, es de 
trascendental importancia que se articulen las diferentes instituciones del Estado, 
estableciendo eficientes medidas, preventivas, investigativas, sancionadoras, así como los 
procedimientos adecuados, solo así la norma no quedará como un simple enunciado, sino 
que se convertirá en la anhelada realidad, conseguida a base de esfuerzo y constancia, 
principalmente de grupos de mujeres a nivel de Latinoamérica, específicamente de 
Ecuador. 
El femicidio en Ecuador fue adoptado tras un proceso de diálogo en el contexto 
latinoamericano, luego de lo cual se llegó a la conclusión de que es compatible y necesario 
en nuestra realidad nacional, se considera también que su evaluación debe ser constante, 
pues debe analizarse si responde a  los objetivos por los cuales fue incorporado al 
ordenamiento jurídico ecuatoriano. 
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CAPITULO II 
 
REALIDAD NACIONAL Y PERSPECTIVAS PROCESALES DEL DELITO DE 
FEMICIDIO EN ECUADOR 
 
2.1 Obligaciones del Estado frente al femicidio 
De acuerdo a sus compromisos internacionales, el Estado tiene la obligación de 
asegurar el pleno goce de los Derechos Humanos, y sancionar su incumplimiento. Sobre la 
responsabilidad de los Estados por violación de los derechos humanos, la Corte IDH ya se 
ha manifestado en algunos casos como “Campo Algodonero”, analizado en el capítulo I,  o 
el caso Godinez Cruz Vs. Honduras
58,  en el cual la Corte ha manifestado: “Como 
consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda 
violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el 
restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los 
daños producidos por la violación de los derechos humanos.”, en consecuencia, al 
encontrarse los derechos a la vida, integridad personal, libertad personal, reconocidos en los 
artículos 4.1; 5.1; 7.1 y 1.1  de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así 
como el deber de adoptar las disposiciones de derecho interno, establecidas en el artículo 2 
ibídem, los Estados están en la obligación de constituir los medios y procedimientos 
idóneos para las respectivas investigaciones, juzgamientos y sanciones, por su transgresión. 
La Convención de Belem do Pará, en su artículo 7 incluye la responsabilidad estatal por 
violación de los derechos de las mujeres, específicamente el literal c, se refiere a la creación 
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No. 05 (en especial, párr. 175).  
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de leyes penales, con el objetivo de prevenir, sancionar y erradicar todo tipo de violencia 
contra la mujer :  
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, 
por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y 
erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: … c) incluir en su legislación interna 
normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas 
apropiadas que sean del caso… 
 
 
De esta manera, el Estado ecuatoriano, ha incluido el delito de femicidio dentro de 
su ordenamiento jurídico, con la finalidad de provocar cambios en el sistema legal nacional, 
así como en sus procedimientos, buscando combatir el alto índice de muertes de mujeres 
por razones de género, cuya escalada ha sido alarmante, sin embargo, alcanzar el impacto 
anhelado en la sociedad, depende del buen desempeño de cada uno de los actores 
involucrados en este propósito y de contar con procedimientos eficaces que hagan efectiva 
la aplicación de la norma . 
Ana Carcedo establece de manera enfática que la impunidad de la agresión, por 
acción u omisión incrementa el desbalance de poder en contra de la mujer; al referirse a la 
penalización de muertes violentas de mujeres por motivaciones  de género manifiesta: “La 
especificidad de la violencia contra las mujeres por condición de género, ha sido reconocida 
por el Estado de Ecuador desde el momento en que ratificó la Convención de Belém do 
Pará, por tanto, en cumplimiento del artículo 7 literal b) de este instrumento internacional, 
esta violencia debe ser penalizada como tal”59 
El artículo 7, b) de la Convención Belém do Pará, se refiere a la debida diligencia de 
los Estados para prevenir, investigar y sancionar todo tipo de violencia contra la mujer, y 
por supuesto, al constituir el femicidio  el más extremo tipo de violencia, se convierte en un 
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 Ana Carcedo, Femicidio en Ecuador, Comisión de Transición hacia el Consejo de las Mujeres y la igualdad 
de género, (Quito: Manthra, 2011), 101. 
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compromiso internacional, su debida investigación, juzgamiento y sanción, por lo tanto, los 
Estados deben activar y emplear todos los medios que estén a su alcance para su 
consecución;  la falta a esta debida diligencia, puede generar censura internacional, sobre 
todo impunidad; la diligencia debida en materia de derechos humanos, se ha convertido en 
un mecanismo de protección internacional para que los Estados dediquen sus esfuerzos a 
identificar, prevenir, sancionar y erradicar e incluso reparar a las víctimas, resultantes de su 
inercia.  
En lo que refiere a la investigación del femicidio, le corresponde al Estado como una 
actividad propia, no solamente a petición de particulares, actuar a través de sus organismos 
competentes; así en el caso de Ecuador, la investigación se la realiza a través de Fiscalía 
General del Estado con cooperación de la Policía, instituciones que mediante sus 
actuaciones harán posible el descubrimiento de la participación del responsable del delito y 
acusarlo conforme a las pruebas actuadas dentro del proceso. La obligación de sancionar la 
violación de derechos humanos debe ser observada principalmente en la etapa de 
investigación. Los Estados también deben vigilar que aquellas personas que hayan sido 
encontradas responsables sean debidamente juzgadas, reparando los daños causados a las 
víctimas y a sus familiares.  
De igual forma queda como responsabilidad de los Estados, contar con un sistema 
judicial adecuado que permita investigar, sancionar y reparar el cometimiento del delito,   
velando por el cumplimiento de los plazos establecidos para cada procedimiento, de tal 
manera que se facilite el esclarecimiento de la verdad, sin dilaciones injustificadas, 
consiguiendo la sanción del o de los posibles responsables, a través de sentencias 
motivadas, en las que se incluya, de ser el caso, la reparación integral correspondiente, para 
lo cual, no basta con la creación de tipos penales, sino sobre todo la aplicación de 
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procedimientos adecuados, así como la capacitación de Fiscales, Jueces, Defensores 
Públicos, y abogados en libre ejercicio profesional, para que comprendan el alcance de la 
normativa incorporada, su aplicación, debido procedimiento, así como su relación con la 
jurisprudencia internacional, específicamente de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, misma que puede ser utilizada en casos similares. 
 
2.1.1 Normativa nacional 
La  Constitución de la República del Ecuador desarrolla un Estado constitucional de 
derechos y justicia, estableciendo como máximo deber del Estado, respetar y hacer respetar 
los derechos humanos. Garantiza los derechos a la igualdad formal y material, a la vida, a la 
tutela judicial efectiva, imparcial y expedita, al debido proceso, a ser juzgado  por jueces 
competentes, a la facultad de impugnar las decisiones judiciales, a la seguridad jurídica, a la 
motivación de decisiones judiciales; determina que la potestad de administrar justicia  
emana del pueblo y es ejercida a través de los órganos de la Función Judicial y otras 
autoridades legítimas, constituyendo el proceso penal, un medio para la realización de la 
justicia.
60
 
En este contexto, es deber primordial del Estado hacer respetar los derechos 
garantizados en la Norma Suprema de la República, misma que contiene como mandato, el 
establecimiento de procedimientos especiales para judicializar la violencia
61
, de esta forma 
la Constitución de la República del Ecuador del 2008,   tutela  de manera significativa los 
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derechos de las mujeres, conteniendo en una de sus disposiciones, el establecimiento de 
procedimientos específicos y expeditos  para el juzgamiento y sanción de delitos cometidos 
en contra de grupos de atención prioritaria, entre estos, se encuentran las mujeres. 
Es necesario enfatizar que no sirve la tipificación del femicidio si no existen 
procedimientos idóneos para su investigación, juzgamiento y sanción; se ha podido 
verificar que al no encontrarse tipificado este delito, ni determinados sus procedimientos, 
tanto las partes del proceso, como las y los juzgadores, se limitaban a enmarcar estos casos 
específicos dentro de otros tipos penales existentes, como homicidio simple o asesinato. En 
sentencias emitidas por la Sala Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte 
Nacional de Justicia, podemos observar que al resolver recursos de casación o revisión, a 
pesar de tratarse de muertes de mujeres por razón de género y dentro de relaciones 
desiguales de poder, no se realizó un correspondiente análisis de los casos, ni se remitieron 
a la aplicación de instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente de 
protección de la mujer, para su resolución.
62
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2.2 Tipificación del femicidio en el Código Orgánico Integral Penal 
 
Como antecedentes de la tipificación del  femicidio en Ecuador se encuentran las 
estadísticas que reflejan el incremento de muertes violentas de mujeres por razones de 
género
63
, así como la tipificación realizada en algunos países de Latinoamérica en donde se 
venía produciendo este fenómeno. Cabe mencionar también, el Consenso de Brasilia, 
emanado de la Undécima Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y El 
Caribe, de 16 de julio de 2010
64
, en el cual consta la penalización de la violencia contra la 
mujer como una forma de enfrentarla;  en este proceso, no puede desconocerse la 
importancia que tuvo la influencia de varias articulaciones sociales que exigían dicha 
tipificación, las cuales no cesaron su lucha hasta conseguirlo, buscando la protección del 
derecho fundamental a la vida de mujeres y niñas. 
Si bien ya existe la tipificación del delito, es necesario que la legislación procesal 
contenga vías adecuadas para poder responder a la variedad de conflictos que se presentan 
en este ámbito; pues le corresponde al Derecho Procesal Penal, hacer efectiva la justicia 
penal, a través de procedimientos que aseguren una investigación eficiente que tenga como 
finalidad encontrar la verdad procesal, logrando sentencias justas que declaren la 
culpabilidad del responsable del delito o ratifiquen su estado de inocencia, de acuerdo a 
cada caso. 
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Claus Roxin manifiesta que el objeto del procedimiento penal, es lo que tiene que ver 
con el imputado que ha cometido acciones punibles, y las consecuencias jurídicas en caso 
de encontrarle culpable, diferenciando con lo que es el objeto del proceso que se refiere 
únicamente al hecho de la acusación de la persona procesada, es decir que la identidad del 
objeto del proceso tiene dos componentes: a) la identidad de la persona b) la identidad del 
hecho
65
; se infiere entonces que el juzgador debe considerar en primer término al sujeto 
activo del delito, mismo que debe estar bien identificado e individualizado, para que acto 
seguido, busque el nexo causal con el hecho delictivo cometido, y relacione estos dos 
aspectos con la norma jurídica que tipifica y sanciona esa acción u omisión que violenta un 
bien jurídico protegido en contra de la víctima. 
El Código Orgánico Integral Penal, tipifica el delito de femicidio de la siguiente 
manera: 
 
“Artículo 141.- Femicidio.- La persona que, como resultado de relaciones de poder  manifestadas en 
cualquier tipo de violencia, dé muerte a una mujer por el hecho de serlo o por su condición de 
género, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años.”    
 
La investigación, prueba, juzgamiento y sanción en el delito de femicidio deben 
realizarse acorde a la transcrita tipificación, por lo que es necesario realizar un análisis de la 
norma, de acuerdo a los elementos que contiene. Es preponderante examinar lo establecido 
en la norma respecto al sujeto pasivo del delito, quien es la titular del derecho protegido, 
que según la tipificación es: “una mujer por el hecho de serlo o por su condición de 
género”, de esta manera incluye no solo al término mujer, de acuerdo a su constitución 
biológica, es decir por su sexo; sino también por su condición de género, que comprende 
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las características que socialmente se atribuyen a las personas de uno u otro sexo
66
; 
conformándose a través del género,  las identidades femenina o masculina, configuradas 
como un desarrollo personal a través de tal diferenciación
67
, por lo tanto, el sujeto pasivo 
del delito de femicidio es una mujer, considerada así no solamente desde su sexo sino 
también de acuerdo a su género, con identidad femenina. 
En lo que respecta al sujeto activo del delito, al contener la norma de manera 
general “la persona”;  la acción  femicida, podría ser llevada a cabo por cualquier persona 
que acabe con la vida de una mujer por el hecho de serlo, sin importar si el sujeto activo es 
hombre o mujer;  ante esta realidad, cabe preguntarnos si ¿sería posible que este delito sea 
cometido por una mujer contra otra por su condición de género?; para responder a este 
interrogante, nos remitirnos a las causas de tipificación del femicidio, mismas que se 
encuentran circunscritas dentro de las relaciones desiguales de poder entre hombres y 
mujeres, la prevalencia del machismo, las manifestaciones constantes dirigidas a consumar 
la subordinación de la mujer en la sociedad, quedando de esta manera respondida la 
interrogante planteada, deduciéndose entonces que la falta de precisión del sujeto activo 
(hombre) en este tipo penal, obedecería a precautelar la norma, ante la posible pretensión de 
demandas de inconstitucionalidad de la misma.   
A través del procedimiento, se debe acreditar la concurrencia de cada uno de los 
elementos que configuran el tipo penal, por tanto, la falta de precisión del sujeto activo de 
la infracción en la tipificación del delito puede generar inconvenientes, ya que el empleo de 
términos vagos genera inseguridad jurídica, y torna más complicada la actividad judicial, al 
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permitir diversas interpretaciones, lo cual a su vez genera confusiones al momento de 
resolver. El delito en estudio, tal cómo se encuentra contenido en el artículo 141 del Código 
Orgánico Integral Penal, podría ser cometido por cualquier persona; por lo cual, es posible 
que esto ocurra dentro de una relación homosexual; en este contexto, es necesario 
manifestar que podría justificarse un femicidio dentro de una relación lésbica; además 
podría estar justificada la generalización del sujeto activo, debido a que en los casos de 
mafias, comercio sexual, pandillas, se producen muertes violentas de mujeres en las que 
intervienen otras mujeres, en menosprecio del cuerpo y de la vida de sus semejantes;  por lo 
expuesto, es importante que  la jurisprudencia se encargue de esclarecerlo, para lograrlo, es 
imprescindible que los operadores de justicia tengan clara la perspectiva de género con la 
cual deben tratar estos delitos;  en el siguiente capítulo, se ofrecen propuestas al respecto. 
Por lo analizado, existen ciertas críticas con respecto al femicidio como figura penal: 
María Paula Romo, al referirse a las detracciones por la inclusión del femicidio en la 
legislación ecuatoriana manifiesta que, éstas se basan principalmente en dos argumentos, el 
primero porque el nuevo tipo penal es innecesario pues se incluye en el asesinato; el 
segundo por distinguir entre la vida de la mujer y del hombre lo que atenta contra la 
igualdad ante la ley; en lo pertinente al primer aspecto, manifiesta que si bien el femicidio 
es un asesinato, en tanto a la violación del derecho a la vida, los móviles, las circunstancias 
y los sujetos cambian, pues son producidas dentro de sus hogares, por familiares, 
conocidos, parejas, ex parejas, existiendo distinción a las muertes de hombres, las cuales 
muchas veces tienen que ver con otros delitos, en espacios públicos o alejados del hogar. 
Esto es lo que se considera, desvirtúa la apreciación de quienes critican la tipificación, al 
hablar de una supuesta discriminación, en la distinción de la muerte de hombres y mujeres, 
distinguiendo que  no todas la muerte de mujer es femicidio, pues es necesario que se 
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produzca dentro del contexto de relaciones desiguales de poder, estereotipos o patrones 
culturales sexistas, como antecedentes de la agresión.
68
 
Si bien es cierto, existen críticas ante la tipificación del delito de femicidio, como las 
señaladas, concernientes a que el tipo penal es innecesario porque se incluye en el 
asesinato; que distinguir entre la vida de la mujer y del hombre atenta contra la igualdad 
ante la ley; este tipo de detracciones no contienen sustento, por cuanto, los escenarios que 
rodean la muerte de hombres no tienen nada que ver con las circunstancias de relaciones de 
poder desiguales, dentro de un contexto de violencia en su contra, como si sucede en los 
femicidios; consecuentemente no existe desigualdad ante la ley
69
, ya que el tipo penal 
determina las condiciones necesarias  para que únicamente las muertes de mujeres que se 
encuentren dentro de sus presupuestos, puedan ser consideradas femicidios, y no  todo 
asesinato perpetrado contra una mujer, lo cual si podría generar desigualdad, al tipificar de 
manera diferente la muerte de mujeres y hombres, pero este aspecto no está contemplado en 
la tipificación; es necesario entonces aclarar que de acuerdo a nuestra legislación, el 
femicidio tiene lugar solamente cuando: a) La muerte de una mujer resulte de relaciones de 
poder manifestadas en cualquier tipo de violencia. b) Se quite la vida a una mujer por el 
hecho de serlo o por su condición de género, por tanto no amerita mencionar desigualdad, 
por protegerse efectivamente la vida de la mujer, vulnerable ante este tipo de 
circunstancias, contando la norma legal con una justificación objetiva y razonable. 
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Francisco Muñoz Conde, al referirse  a la tipificación de este tipo de delitos 
manifiesta: “Estas discriminaciones positivas son también utilizadas por el legislador, y no 
sólo en el ámbito del Derecho penal, para compensar y ayudar a la equiparación de 
colectivos tradicionalmente marginados o discriminados negativamente, y que ello no se ha 
considerado nunca contrario al principio de igualdad”70 . Se considera acertado el criterio 
del autor, pues no se viola el principio de igualdad mediante la incorporación de este tipo 
penal, el cual busca proteger a la mujer, por encontrarse en una situación de desventaja y 
vulnerabilidad, tal como se encuentra establecido en el artículo 66.3,b de la Constitución de 
la República, así como en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, los 
cuales son aplicables directamente en Ecuador, mediante el bloque de constitucionalidad; 
siendo obligación del Estado tomar las medidas necesarias para garantizar a las mujeres una 
vida libre de violencia. Cabe destacar que la Norma Suprema en el numeral 4 del artículo 
mencionado, garantiza no solamente la igualdad formal, sino también la igualdad material, 
la primera atribuida a la igualdad ante la ley y la segunda con un contenido más amplio 
referente a la igualdad en la ley, comprendiendo la no discriminación, así como las medidas 
aplicadas con el fin de conseguir calidad de vida semejante, aún entre diferentes, para lo 
cual es necesario equiparar sus relaciones, a través de leyes y procedimientos que 
respondan a dicha necesidad, buscando hacer de la igualdad una realidad palpable y no 
solamente una disposición meramente ritualista que muere en sus propias líneas. 
En el femicidio, la sanción va de 22 a 26 años de  pena privativa de libertad, es 
decir, mantiene la pena del asesinato, sin embargo, su incremento depende de la 
concurrencia de las agravantes constitutivas y no constitutivas, lo cual será analizado más 
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adelante. La inclusión de este tipo penal debe ir acompañada de una serie de ideas que 
alimenten el debate, de acciones que permitan a los operadores de justicia comprender el 
verdadero alcance de su correcta aplicación, a través de procedimientos adecuados y 
sustentos jurídicos pertinentes. Esta investigación busca realizar un aporte respecto de las 
perspectivas procesales de su aplicación, analizadas en el presente capítulo, así como 
mediante las propuestas para solucionar los diversos problemas procesales encontrados en 
la investigación, prueba, juzgamiento y sanción del delito de femicidio (a realizarse en el 
siguiente capítulo). 
  
2.2.1 La relación de poder manifestada en cualquier tipo de violencia  
 
Según su tipificación, el delito de femicidio, tiene lugar cuando se produce como 
consecuencia de relaciones de poder manifestadas en cualquier tipo de violencia, que 
produzca la muerte de la mujer, sin embargo, la ley no determina de manera clara a que se 
refiere el término “relaciones de poder”, por lo cual, nos remitiremos a realizar un análisis a 
partir de la doctrina:   
Dentro de un contexto de relaciones desiguales de poder entre géneros, los hombres agresores, 
ejercen violencia contra las mujeres, conocidas y desconocidas, para beneficio propio o grupal, 
ejecutando mandatos estructurales de control y dominio sobre las mujeres; tratándose de un ataque 
sistemático a un grupo vulnerable, llamado así por encontrarse en situación de desventaja; por esta 
razón la violencia contra las mujeres, no se limita a espacios familiares, sino que se encuentra 
presente en todos los ámbitos 
71
.  
 
Es necesario examinar la violencia contra la mujer a la luz de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem 
Do Pará), misma que en su artículo 2 establece:  
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: a. que 
tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea 
que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, 
entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada 
por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de 
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personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en 
instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y c. que sea perpetrada o 
tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra.  
 
Ahora bien, cabe indagar la forma en que las relaciones de poder se manifiestan en 
la violencia contra la mujer. Tanto la definición y la protección específica por la violencia 
perpetrada en la mujer, constante en instrumentos internacionales de protección de derechos 
humanos, no es pura casualidad, sino una real necesidad, que surge para combatir su 
incremento en las sociedades patriarcales que dan lugar a la manifestación de violencia 
extrema, anclada en relaciones desiguales de poder.  
El patriarcado no es más que una construcción político social que defiende a lo 
masculino como dominante de lo femenino; las relaciones de poder que generan violencia 
producidas en este tipo de sociedades, no es un fenómeno estático, pues se constituyen a 
partir de una relación de fuerzas en las relaciones asimétricas de género en la que 
predomina el grupo prevaleciente, alimentadas a través de una construcción socio cultural 
de discriminación a la mujer, no únicamente por su constitución anatómica, sino por sus 
características producto de una asignación cultural que la deja en desventaja frente al 
hombre
72
. 
Dichas relaciones asimétricas que generan violencia contra la mujer, se producen en 
todos los escenarios en los que se desenvuelve, así el femicidio no tiene lugar únicamente 
dentro de la violencia intrafamiliar, pues  las muertes violentas por razones de género se 
producen dentro y fuera del espacio familiar, en algunas legislaciones como la 
costarricense, el femicidio podría producirse únicamente dentro de  la familia, 
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afortunadamente en la legislación ecuatoriana, la tipificación es más coherente con la 
realidad de las mujeres, las cuales se encuentran sometidas en relaciones desiguales de 
poder, no solamente en el entorno familiar, sino en todo espacio social, es decir, en sus 
trabajos, en sus lugares de estudios, y en general, en cualquier tipo de circunstancia que 
confirme relaciones desiguales de poder que produzcan vulneración de sus derechos, hasta 
llegar a la más extrema violencia que produce su muerte. 
Si bien es cierto, con frecuencia los femicidios se producen dentro de la familia,  los 
que se suscitan fuera de este entorno, pueden ser reconocidos por las diversa 
manifestaciones que los rodean, producto de una cultura patriarcal machista,  sustentada en 
un desequilibrio de poder, de quien se considera más fuerte (el hombre), sobre la más débil  
(la mujer), violencia llevada a cabo con el fin de reforzar su posición de supuesta 
superioridad y poder.  
Consecuentemente de acuerdo a la tipificación del femicidio en Ecuador, 
corresponde probar que la muerte de la mujer fue producida dentro de relaciones de poder 
manifestadas en la forma más extrema de violencia, es decir que llegue a causar la muerte, 
siendo preponderante tener claro que el femicidio tiene características propias, que deberán 
ser comprendidas e incorporadas debidamente en los procedimientos, con perspectiva de 
género, que permita visibilizar la analizada subordinación de la mujer frente a un hombre 
dominante, en la estructura jerarquizada de poder construida por el patriarcado. 
 
2.2.2 Análisis de las circunstancias agravantes 
Las circunstancias agravantes constitutivas del delito de femicidio, según el Código 
Orgánico Integral Penal son: 
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“Artículo 142.- Circunstancias agravantes del femicidio.- Cuando concurran una o más de las 
siguientes circunstancias se impondrá el máximo de la pena prevista en el artículo anterior:    
1. Haber pretendido establecer o restablecer una relación de pareja o de intimidad con la víctima.   
2. Exista o haya existido entre el sujeto activo y la víctima relaciones familiares, conyugales, 
convivencia, intimidad, noviazgo, amistad, compañerismo, laborales, escolares o cualquier otra que 
implique confianza, subordinación o superioridad.   
3. Si el delito se comete en presencia de hijas, hijos o cualquier otro familiar de la víctima.   
4. El cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en un lugar público.” 
 
 
Las circunstancias agravantes son hechos o circunstancias que agravan la conducta, 
y su consecuencia es el aumento de la pena; el delito de femicidio será reprimido con 
veintiséis años de pena privativa de libertad cuando concurra una o más de las agravantes 
constitutivas del mencionado delito, las cuales se encuentran establecidas de manera 
expresa en el artículo antes citado, respecto de las cuales haremos un análisis: 
1. La primera agravante tiene razón de existir, por cuanto, se produciría como 
respuesta a un rechazo de la víctima, a establecer o restablecer una relación de pareja o 
intimidad con el femicida, quien procurando mantener su poder o control sobre ésta, 
procede a terminar con su vida, produciéndose uno de los presupuestos establecidos para su 
juzgamiento. 
2. Con respecto a la segunda agravante, el femicidio es cometido con frecuencia 
dentro de las relaciones de confianza, subordinación o superioridad que ejerce el hombre 
contra la mujer, en diferentes ámbitos de la vida, es así que queda determinado de forma 
ejemplificativa “relaciones familiares, conyugales, convivencia, intimidad, noviazgo, 
amistad, compañerismo, laborales, escolares”, pudiendo ampliarse su comisión al 
producirse dentro de cualquier otro tipo de relación que implique confianza, subordinación 
o superioridad. Es preciso advertir que la relación de subordinación de la mujer y 
superioridad del hombre, no se debe a que ella  haya tenido menos oportunidades o menos 
educación, aunque tales carencias contribuyen a su subordinación, sino principalmente a la 
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estructura social que mantiene a la mujer subordinada al hombre, otorgándole poder al 
segundo sobre la primera
73
, por tanto, cuando el agresor se aprovecha de esta situación para 
cometer el ilícito, se agrava el comportamiento. 
3. En lo que respecta a la tercera agravante, cuando un femicidio es cometido frente 
a familiares de la víctima, se considera que se eleva la transgresión, por cuanto el dolor de 
la occisa se extiende hacia sus familiares, quienes también se convierten en víctimas, 
además de las consecuencias post traumáticas que genera el acto violento.   
4. El acto de la cuarta agravante demuestra un repudio al cuerpo de la mujer, 
transgrediendo además los lugares públicos, con el fin de dar a conocer abiertamente su 
crimen, por lo que se produce una agresión a la víctima en particular y a la sociedad en 
general, considerándose este proceder con un reproche particular. 
Según manda la norma, al concurrir una o más de las circunstancias agravantes 
específicas, se impondrá la pena de 26 años de pena privativa de libertad, sin embargo cabe 
realizar un análisis respecto a la aplicación de la pena en el delito de femicidio, de acuerdo 
al Código Orgánico Integral Penal: Cuando concurran también circunstancias agravantes 
genéricas
74
, es decir no constitutivas o modificatorias de la infracción, se le impondrá la 
pena máxima prevista en el tipo penal, aumentada en un tercio
75
.  
 
2.3 Las pruebas para determinar el delito de femicidio  
A partir de la tipificación del delito de femicidio en Ecuador, la investigación de 
muertes violentas necesita un cambio inminente, aplicándose la debida especialización en 
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caso de que se presuma el cometimiento del mencionado delito. Es importante la utilización 
de protocolos de trabajo con perspectiva de género, tomando en cuenta la interacción en la 
relación víctima-victimario; dichos instrumentos deben guiar el accionar de los 
investigadores, cuyas herramientas las utilizarán para la diferenciación del femicidio con el 
asesinato, así como para la valoración de: la escena del crimen, las circunstancias en las que 
se produce los hallazgos en la autopsia, las situaciones anteriores entre víctima y agresor; lo 
que les llevará a encontrar indicios probatorios que converjan entre sí, y que correspondan a 
los elementos del tipo penal. Si bien es cierto el Ecuador aún no cuenta con protocolos 
propios, en el siguiente capítulo referente a las propuestas para la investigación de 
femicidios, se realizarán algunas sugerencias al respecto. 
Se debe considerar que no todo homicidio cometido en contra de una mujer constituye 
femicidio, pues no siempre en los homicidios está implícita la violencia por razón de 
género, tales son los casos de muertes  producidas en asaltos, en los cuales el hecho de que 
la víctima sea hombre o mujer es irrelevante, es decir no existe subordinación de género 
como motivación para cometer el ilícito, este factor es imprescindible distinguir para poder 
iniciar el proceso penal correspondiente. Un femicidio se manifiesta a través de la 
desvalorización a la vida de la mujer, realizada por el agresor y su deseo de humillarla, lo 
cual se puede constatar de diversas maneras, por ejemplo cuando se exponen los cuerpos 
sin vida desnudos en lugares públicos, con marcas o letras grabadas en la piel, cuando 
existen signos de violencia sexual, física o psicológica, entre otros signos que puedan 
revelar también su aspiración de control y superioridad. 
Para establecer la ejecución de un delito, corresponde analizar tanto la existencia del 
mismo, así como la responsabilidad de la o las personas procesadas, constituyendo esto la 
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finalidad de la prueba
76
; la existencia del delito es el fundamento de todo proceso criminal,  
ya que mientras no se constate que ha existido un delito, no se puede  determinar la 
responsabilidad de persona alguna
77
, al referirse a la responsabilidad, Nino la relaciona con 
la pena o al reproche moral al que es acreedor el sujeto activo de la infracción
78
.  
Si las y los jueces determinan la responsabilidad de la persona procesada, se entiende 
que durante el proceso se ha destruido la  presunción de inocencia, la cual constituye una 
garantía básica del debido proceso, establecida en la Carta Magna
79
, por lo que  destruirla 
presupone la demostración de la culpabilidad, a través de pruebas fehacientes debidamente 
controvertidas, en un sistema que asegure la plenitud de las garantías procesales. 
 En el caso del femicidio, una investigación especializada y oportuna permite el 
esclarecimiento de los hechos,  por lo tanto, es substancial que el investigador, al tener la 
noticia de la muerte violenta de una mujer, no deje de mirar a la víctima, a su entorno, ni 
descarte la existencia de violencia de género, como parte del contexto de la conducta 
criminal, analizando para tal efecto los antecedentes de la muerte que denoten maltrato 
físico, sexual o psicológico, así como signos de desprecio o poder sobre la vida femenina; 
es también importante que la objetiva  labor judicial  se vea reflejada en la debida 
valoración de pruebas, con el fin de  lograr una acertada determinación de la existencia del 
delito, así como de la responsabilidad, consecuentemente la imposición de la sanción 
correspondiente, indubitablemente, luego de haber desvirtuado la presunción de inocencia, 
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de acuerdo a su sana crítica
80
, es decir, después de un proceso de valoración de pruebas en 
conjunto, sin pasar por alto pruebas que pueden ser las precisas para llegar a la convicción 
de la existencia del delito y la responsabilidad de la o las personas procesadas. 
El respeto a los derechos humanos y la aplicación del Derecho Penal, se encuentran en 
el camino, pero es imperativo, buscar mecanismos  para que no se contrapongan sino que se 
complementen entre sí, con la clara pretensión de que los derechos humanos sean 
protegidos por el derecho penal y no gravemente lesionados por el mismo. Los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos, como la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y las Cartas Fundamentales de los Estados,  reconocen el poder 
punitivo del Estado, pero también le ponen condiciones; es decir que el Derecho Penal se 
encuentra legitimado por el derecho internacional de los derechos humanos y por el 
derecho constitucional, con sus limitantes.  La correcta aplicación de los derechos humanos 
implica la adecuada diligencia del proceso penal, a través del cual puedan los juzgadores, 
basarse en pruebas debidamente pedidas, ordenadas, incorporadas y actuadas, para 
determinar de manera lógica las circunstancias que les permitirán concluir con la 
materialidad del delito, así como con la responsabilidad del procesado, finalizando la 
controversia con una sentencia justa. Es preciso analizar a continuación las pruebas que 
permiten demostrar tanto la existencia del delito de femicidio, así como la responsabilidad 
del procesado. 
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2.3.1 Pruebas para establecer la existencia del delito de femicidio 
Para determinar la existencia del delito es necesaria la realización de una serie de 
diligencias “que se encaminen al conocimiento de si los hechos son constitutivos de delito, 
cómo y cuáles son los objetos utilizados en su comisión y las consecuencias que puedan 
derivarse”81, en este sentido, también deben considerarse el conjunto de materialidades 
mediante las cuales se cometió el delito y sus efectos inmediatos, o lo que se refiera a él y 
esto pueda ser utilizado como prueba
82
, es decir medios de prueba, tales como 
declaraciones, documentos, peritajes
83
, relacionados con la existencia del delito, mismos 
que en el caso del delito de femicidio se relacionarán con el cadáver de la mujer encontrado, 
las circunstancias que rodean dicha muerte violenta, instrumentos con los cuales pudo 
producirse el deceso, rastros, huellas, esto es, todo lo cual permite establecer tiempo, medio 
y objeto del delito, siendo imprescindible para establecer su existencia. 
  
Ante esta realidad, es clave la intervención del médico legista, quien a través de su 
informe dará pautas que permitirán aclarar las diferentes manifestaciones de desvalor al 
cuerpo y a la vida de la mujer, para lo cual, es trascendental prestar la debida atención a la 
presencia de  lesiones de defensa, posición de la ropa en el cuerpo de la víctima, 
mutilaciones, desfiguraciones, múltiples hematomas, escoriaciones, insultos escritos en su 
cuerpo, y una debida valoración post mortem, que permita identificar otros signos que 
puedan reflejarlo. Entre los instrumentos encontrados en la escena del crimen pueden estar 
instrumentos de carácter erótico sexual, mediante los cuales el agresor trata de manifestar 
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su posesión del cuerpo y sexualidad de la mujer, demostrando así, su supuesto poder sobre 
la víctima.  
El delito de femicidio requiere una investigación ágil, pronta y especializada que 
permita recoger elementos de convicción contundentes para demostrar la existencia del 
delito y la responsabilidad del procesado. La inmediatez en los procedimientos es 
indispensable, considerando que al no tomarse las medidas oportunas, la evidencia puede 
desaparecer de manera natural o de forma manipulada, por lo que se requiere de una cadena 
de custodia adecuada, que garantice la veracidad de la evidencia, para que ésta pueda 
convertirse en pruebas, que faciliten a las decisiones de los juzgadores, basadas en la 
información cierta que de estas se desprenda. 
 
2.3.2 Prueba para establecer la responsabilidad en el delito de femicidio 
Existen pruebas determinantes para establecer la responsabilidad de cada delito, en 
el caso del femicidio, para este efecto, es imprescindible justificar la concurrencia de los 
elementos del tipo penal, siendo estos: a) La muerte de una mujer como resultado de 
relaciones de poder manifestadas en cualquier tipo de violencia. b) Se quite la vida a una 
mujer por el hecho de serlo o por su condición de género
84
, para esto, se debe probar que la 
persona procesada ha cometido el ilícito con la concurrencia de las dos situaciones 
descritas; esta manifestación de violencia extrema anclada en relaciones desiguales de 
poder, con una marcada desventaja de la mujer, considerada así no solamente por su 
constitución física o sexo, sino también por la construcción social de su identidad, o género, 
debe demostrarse indagando respecto de la relación víctima-agresor, a través de la revisión 
de información encontrada en sus celulares, correos electrónicos, cartas escritas, registros 
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de llamadas telefónicas, así como con informes psicológicos de la persona agresora que 
demuestren su deseo de control, poder, superioridad sobre la mujer agredida . 
También cabe indagar respecto a la existencia de boleta de auxilio o de alguna de 
las medidas de protección establecidas en la ley
85
 que demostrarían un ciclo de violencia 
preexistente, siendo esto significativo para la determinación del femicidio. Otro aspecto 
fundamental a considerarse, es la realización de exámenes psicopsiquiátricos al procesado, 
que puedan determinar que se trata de una persona con rasgos psicológicos peligrosos 
aspecto que puede ser convalidado a través de testimonios que acrediten el ciclo de 
violencia al que sometió la persona procesada a la víctima, sea esta física, psicológica o 
sexual, muchas veces producida por celos, al no lograr mantener una relación con la 
víctima, por acoso permanente, por abandonos, separaciones, divorcios, juicios de 
alimentos, intento de demostrar superioridad sobre la mujer, causarle sufrimiento, dolor, 
llegando el actor a proferir amenazas de muerte u otro tipo de agresiones verbales contra la 
víctima, todo esto, al ser corroborado mediante testimonios, constituyen elementos 
fundamentales dentro del proceso, por esta razón es importante que se los consiga e 
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incorpore de manera oportuna, tomando en cuenta que el silencio de los testigos clave 
puede causar impunidad.  
Es de gran ayuda para establecer la responsabilidad del agresor, estudiar sus 
antecedentes delictivos, no con el fin de discriminarlo, lo cual lo prohíbe la norma 
constitucional
86
, sino con el fin de determinar si se trata de un femicida serial, y sus rasgos 
de violencia. Existen ciertos instrumentos de gran utilidad, diseñados para su aplicación en 
el ámbito forense, utilizados a nivel internacional en los procedimientos de valoración de 
riesgo y violencia: 
El instrumento SARA está compuesto de 20 items relativos a factores de riesgo, organizados en 
cuatro ejes: 
- Antecedentes criminales: Se analiza la historia delictiva o criminal del individuo no relacionada 
con asalto criminal. 
- Ajuste Psicosocial: refleja observaciones basadas en desajustes sociales recientes o pasados que 
estén vinculados a la violencia. 
- Historia de violencia dentro de la pareja: rastrea la existencia de violencia física anterior, 
violencia sexual relacionada con los celos, amenazas de muerte creíbles, etc. 
- Sumario de la ofensa: comprende la gravedad de la conducta violenta, el uso de armas letales y 
la violación de órdenes restrictivas. 
- Otras consideraciones: no contiene ítems específicos sino que permite al evaluador incluir 
aquellos que considere relevantes para cada caso particular. 
 
Ahora bien, para estimación del riesgo de violencia en general, la escala HCR-20 (Violence Risk 
Assessment Scheme), Guía para la evaluación de comportamientos violentos, es uno de los 
instrumentos más paradigmáticos y mejor validados. Utiliza factores de riesgo respaldados 
empíricamente, pertenecientes a las tres dimensiones temporales: pasado (históricos), presente 
(clínicos) y futuro (medioambientales). Con ellos se puede obtener un puntaje global o destacar los 
aspectos parciales que orientan hacia la estimación del riesgo de violencia del sujeto.
87
 
 
Cada uno de los elementos encontrados, a través de las diversas técnicas, métodos, 
guías y protocolos de investigación, deben ser minuciosamente estudiados y aplicados de 
acuerdo a cada caso concreto, lo cual permitirá al juzgador tomar una decisión coherente 
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con las pruebas debidamente actuadas, pudiendo desarrollar la motivación correspondiente, 
en pro de la seguridad jurídica. 
Respecto a la prueba del delito de femicidio, se formulan algunas sugerencias en el 
siguiente capítulo, referente a los problemas encontrados y sus posibles soluciones. 
 
2.3.3 Rol Investigativo y Probatorio del Fiscal en el femicidio 
El rol investigativo de los fiscales es imprescindible en el proceso penal, por tal 
razón deben estar capacitados de tal manera que puedan desenvolverse de manera óptima 
dentro del sistema oral, logrando armar una teoría del caso efectiva y presentar los 
elementos necesarios para lograr convencer a los juzgadores. El ejercicio público de la 
acción le corresponde a la Fiscalía, sin que sea necesaria denuncia previa
88
; en el delito de 
femicidio  procede el ejercicio público de la acción, por lo tanto, los fiscales, quienes tengan 
conocimiento de la comisión del delito, son los responsables de reunir los elementos de 
convicción suficientes, respecto a su existencia y a la responsabilidad de la persona 
procesada, para proceder con la acusación correspondiente. 
En el delito en estudio, corresponde a los fiscales recabar información de manera 
especializada, de tal forma que les permita conocer las circunstancias que rodearon la 
muerte de la mujer, auxiliándose de varias ciencias, métodos y técnicas investigativas, 
como la psicología criminal, sociología criminal, biología criminal, victimología, balística, 
dactiloscopia, electrónica, genética, entre otras, que les guíen a examinar con precisión y 
eficacia cada elemento encontrado en la escena, así como los antecedentes, como por 
ejemplo, denuncias previas de violencia, sin enfocarse únicamente en el ámbito 
intrafamiliar, sino investigando violencia preexistente por parte de conocidos de la víctima, 
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presentes en su lugar de trabajo, de estudio, u otros, que puede haberse manifestado física o 
psicológicamente, considerando los acosos anteriores, generalmente producidos en 
relaciones desiguales de poder. Otra forma de detectarlo es mediante la vinculación de la 
víctima con redes de trata, mafias, pandillas, en las que llegan a degradar a las mujeres 
hasta un ínfimo nivel, tratándolas únicamente como mercancía, dando lugar a un mayor 
grado de menosprecio hacia sus vidas. 
En la investigación criminal del delito de femicidio, debe analizarse de manera 
preponderante el control y ejercicio de poder sobre la mujer según señala Jesús Gerardo 
Peña Rolando:  
El control y ejercicio de poder sobre la mujer resultan aspectos de particular interés para el 
investigador criminal al momento de investigar un crimen de violencia de género, ya que esta es una 
característica propia de estos delitos y en base a ello se generan las líneas de investigación adecuadas 
que permitan identificar claramente qué tipo de evidencias deben buscarse, y que pudieran pasar 
desapercibidas en la investigación de delitos ordinarios, pero que resultan fundamentales en hechos 
vinculados con violencia en razón del género.
89
  
Al ser elemento del tipo penal la manifestación de violencia en un contexto de 
relaciones de poder, es necesario considerar que dicha violencia puede originarse por 
causas psicológicas, ligadas estrechamente con el ejercicio de poder, en las que se pretende 
expresar supremacía del hombre sobre la mujer, por lo que la investigación del femicidio 
debe apoyarse en otras ciencias como la psicología criminal, que actúa a través de 
herramientas teórico-prácticas que facilitan la comprensión del comportamiento criminal, 
diseñando también tratamientos para una readaptación integral del delincuente. 
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La investigación es clave dentro del proceso penal,  la cual debe dirigir su atención 
hacia las relaciones desiguales de poder que caracterizan la producción de femicidios, gran 
parte de estos se cometen dentro del ámbito familiar,  sin embargo muchos ocurren en 
escenarios distintos a los tradicionales, ya que son cometidos por femicidas, quienes 
cuentan con infinidad de mecanismos para encubrir su delito, logrando camuflarlos como 
robos con muerte, producidos dentro de un contexto de inseguridad ciudadana, generando 
impunidad; en estos casos puede servir a los fiscales estar alertas respecto al ensañamiento 
con los cuerpos femeninos, degollamientos, golpes brutales, marcas  o lesiones particulares, 
como las producidas en los senos, muslos, glúteos, genitales, mismas que tienen 
connotación sexual específica, además considerar que muchos casos de violencia femicida, 
están relacionados con delitos de naturaleza sexual, precisamente por la desvaloración del 
cuerpo femenino. 
La labor investigativa se complementa con la labor probatoria del Fiscal, quien debe 
llevar a cabo una eficiente recopilación de elementos de convicción, para la comprobación 
y reconstrucción fáctica del delito; al respecto, es imprescindible contar con peritajes que se 
realicen de acuerdo a nuevos criterios forenses, que se adapten a los estándares 
internacionales y que permitan constituir pruebas dirigidas a encuadrar el delito de acuerdo 
a su tipificación, es importante también realizar exámenes completos y de inmediato a los 
presuntos agresores, indagar posibles amenazas de muerte producidas con anterioridad, 
obteniendo declaraciones, que no se basen en la credibilidad general del testigo, sino 
respecto a la validez o credibilidad específica del testimonio, de tal manera que dicha 
declaración pueda convertirse en un testimonio idóneo dentro de juicio.  
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La presunción de inocencia de la persona procesada, debe ser desvirtuada mediante 
la prueba; es el fiscal el encargado de convertir eficientemente un medio de prueba en 
prueba, para lo cual es necesario comprender la diferencia entre prueba y medio de prueba, 
para lo cual nos remitimos a la diferenciación realizada por Davis Echandía. “ or pruebas 
judiciales se entiende las razones o motivos que sirven para llevarle al juez la certeza sobre 
los hechos; y por medios de prueba, los elementos o instrumentos (testimonios, 
documentos, etc.), utilizados por las partes y el juez, que suministran esas razones o esos 
motivos (es decir, para obtener la prueba)”90; hecha esta diferenciación se enfatiza que 
solamente mediante una prueba eficientemente pedida, actuada, practicada e incorporada en 
el proceso, el fiscal podrá destruir la presunción de inocencia de la persona procesada, 
demostrando la existencia del delito así como su responsabilidad, mediante la vinculación 
que logre realizar entre los hechos y la actuación de la persona procesada, lo cual será 
valorado por el juzgador. 
La prueba tiene trascendental importancia dentro del proceso, por lo que 
corresponde practicarla adecuadamente, de acuerdo al delito y al caso específico; en el 
femicidio los medios de prueba, tales como los testimonios, deben ser  precisos y 
conducentes a probar el hecho, las circunstancias y la responsabilidad; éstos alcanzarán el 
valor de prueba, una vez que sean pedidos, ordenados, presentados, incorporados y 
valorados
91
; los peritajes han de ser específicos, para que logren demostrar la concurrencia 
de ciertas características que permitan establecer la existencia del delito, así como la 
responsabilidad del procesado, correlacionando de manera coherente los medios 
probatorios con los hechos, para tal efecto, es ineludible una exposición clara, que explique 
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cada uno de los hallazgos y su relación con el hecho específico, por ejemplo el tiempo de 
las lesiones encontradas en el cadáver, esto con la finalidad de determinar si son antiguas o 
nuevas, lo cual puede ser concluyente para probar el sometimiento de la víctima a un ciclo 
continuo de violencia, por otra parte, es necesario también vincular la relación de la víctima 
con el infractor y el ejercicio de violencia dentro de relaciones desiguales de poder. 
 
2.3.4  Valoración de la prueba por parte del juzgador, actividad judicial especializada. 
Teresa Armenta Deu, al referirse a la importancia de la actuación de los jueces para 
el cumplimiento de los fines del proceso penal manifiesta que el fin fundamental del 
proceso penal es la actuación del ius puniendi estatal, es decir de la facultad de imponer 
penas; siendo una facultad, pero también un deber del Estado,  castigar las conductas 
delictivas de las que tenga conocimiento, esa facultad y deber lo ejercita a través de los 
jueces y tribunales por medio del proceso penal
92
, entonces el ius puniendi que le compete 
al Estado, se lo efectiviza a través del inicio de un proceso penal que está a cargo de un 
fiscal, según lo que dispone la ley, éste constituye el titular del ejercicio público de la 
acción penal, correspondiéndoles a los jueces y tribunales, administrar justicia, respetando 
los principio,  garantías establecidos en la Constitución de la República y en los 
instrumentos internacionales, para que luego de valorar las pruebas de cargo y de descargo, 
puedan dictar una sentencia justa que permita garantizar la paz social, siendo ésta 
condenatoria cuando se prueba la existencia de la infracción, así como la responsabilidad 
del procesado, caso contrario, o de existir duda razonable sobre la responsabilidad del 
sujeto activo del delito se lo absolverá de toda culpa, o según la legislación penal se 
ratificará su estado de inocencia. 
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El juicio oral constituye un derecho central del debido proceso, en observancia de 
los tratados internacionales de derechos humanos, así como de las garantías procesales, 
pues el juicio es considerado por los estándares internacionales de derechos humanos, como 
un marco de protección general para las garantías del procedimiento. Sin juicio, es difícil 
concebir la existencia de un proceso penal capaz de respetar los derechos individuales.
93
  
Para que la prueba sea actuada, y valorada en debida forma en el proceso penal, es 
ineludible que se lo realice dentro de juicio oral, pues en este convergen los demás 
principios procesales como el de inmediación, concentración, contradicción; lo cual permite 
mayor objetividad  de los juzgadores al momento de decidir
94
;  además de la oralidad, otro 
aspecto necesario para que las decisiones judiciales en materia de femicidio sean 
coherentes, es que los operadores de justicia conozcan de manera especializada sobre la 
materia, y a través de estos conocimientos podrán argumentar sus decisiones a la luz de una 
verdadera tutela de derechos, por lo que se considera que los jueces que los resuelven, 
deben contar con formación específica en el tema, conocer sobre los pronunciamientos de 
Cortes Internacionales, basarse en doctrina y jurisprudencia relevante en lo que concierne a 
este delito, siempre velando por el cumplimiento del debido proceso, y el respeto de todos 
los derechos y garantías de los sujetos procesales, de esta manera, sus actuaciones tendrán 
legitimidad y credibilidad. 
El Ecuador se desenvuelve en un Estado constitucional de derechos y justicia, en el 
que la justificación de las decisiones de los poderes públicos es un mandato constitucional y 
una necesidad para su evolución, por lo cual, es preponderante la práctica argumentativa 
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que deben desarrollar las y los jueces, es decir dar razones a favor o en contra de 
determinado aspecto jurídico, a través de inferencias jurídicas concatenadas, lógicas, 
exhaustivas, en base a la razón y conocimiento de cada caso concreto,  lo que supone el 
sometimiento del derecho a la razón, por lo tanto, se verifica la preeminencia del 
razonamiento jurídico desempeñado por las y los jueces en el ejercicio de sus funciones.  
Los operadores de justicia están llamados a cumplir con la misión encomendada a 
ellos por el Estado, correspondiente a ejercer debidamente la potestad jurisdiccional de 
juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, misma que les es conferida como representantes del 
Estado para consumar su fin esencial, determinado en la Constitución de la República, es 
decir garantizar a todos los habitantes de la República, sin discriminación alguna, el 
efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los Tratados 
Internacionales. 
Los jueces crean derecho a través de sus resoluciones, por lo tanto no pueden atarse 
únicamente a aplicar el texto frío de las leyes, que en innumerables ocasiones adolece de 
indeterminaciones, por lo expuesto, es importante que para resolver los litigios y emitir 
decisiones justas, se amparen en tratados internacionales sobre derechos humanos; para el 
caso del femicidio son aplicables de manera específica, la Convención Belem do Pará, la 
CEDAW, así como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también pueden 
basar sus decisiones en otras fuentes del derecho como en la jurisprudencia, en sentencias 
emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como la del caso conocido 
como “Campo Algodonero”, en doctrina especializada, así como en la sana crítica, 
recurriendo a su experiencia, a la aplicación de la lógica,  la ética con sentido de equidad,   
recursos que les ayudarán a dilucidar los puntos controvertidos que se generen a lo largo de 
los procesos judiciales. 
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Son las juezas y jueces quienes a través de sus decisiones debidamente 
argumentadas y motivadas le dan credibilidad al sistema judicial; de acuerdo a lo 
establecido por la Corte Constitucional del Ecuador, las decisiones judiciales para que se 
consideren debidamente motivadas deben cumplir con ciertos requisitos como: “(…)se 
requiere que sea fundamentada, es decir que se enuncien las normas o principios jurídicos 
en que se basa la decisión(…)”95 La mencionada Corte también ha dicho que “La 
motivación consiste en que los antecedentes que se exponen en la parte motiva sean 
coherentes con lo que se resuelve, y que nunca puede ser válida una motivación que sea 
contradictoria con la decisión…”96; la motivación es imprescindible pues constituye un 
mecanismo de legitimación y a de control de los ciudadanos ante las decisiones judiciales, 
como elemento preventivo de la arbitrariedad, con el objetivo de eliminarla por ser 
concebida como un accionar contrario a la justicia; las resoluciones emitidas por las 
autoridades encargadas de impartir justicia deben estar adecuadamente motivadas, no 
únicamente para consumar el mandato constitucional establecido en el artículo 76.7, l), sino 
para cumplir  con el ejercicio pleno de sus funciones como juezas y jueces, convirtiéndose 
en verdaderos garantes de derechos y guardianes de la Constitución y la ley, así como de la 
vigencia del Estado constitucional de derechos y justicia. 
Una motivación adecuada de las sentencias judiciales en los casos de femicidio 
servirá como amparo a los derechos fundamentales de las mujeres, a la observancia y 
óptima aplicación de los tratados internacionales de derechos humanos, de la Constitución 
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y la ley, constituyendo además una base sólida para futuras resoluciones, así como material 
de investigación y consulta académica.  
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CAPÍTULO III 
BALANCE Y PROPUESTAS PARA LA INVESTIGACIÓN, PRUEBA, 
JUZGAMIENTO Y SANCIÓN DEL DELITO DE FEMICIDIO EN ECUADOR 
En este capítulo se realiza un balance de acuerdo a la situación procesal del femicidio, 
determinando los principales problemas encontrados en este estudio, para su investigación, 
prueba, juzgamiento y sanción, con sus respectivas propuestas de solución. 
3.1 Problemas procesales encontrados en la investigación del femicidio y propuestas de 
posibles soluciones. 
1. Problema: La investigación encuentra complicaciones por femicidios camuflados 
con otros delitos, como los de inseguridad ciudadana (robo), lo que provoca indebida 
escogencia del tipo; los femicidas utilizan varias estrategias para quedar impunes, 
disfrazando la escena del crimen con suicidios, envenenamientos, ahorcamientos, lo que 
genera una supuesta atipicidad. 
  Propuesta: Identificar los signos específicos que se generan en los delitos de 
femicidio, los cuales llevan su naturaleza intrínseca, permitiendo diferenciarlo de otro tipo 
de delitos, entre estos signos podemos mencionar: presencia de heridas previas a las que 
cusan la muerte, por ejemplo las que están en proceso de cicatrización, las cuales alertan 
sobre la posible existencia de hechos de violencia anteriores. Para poder detectar este 
delito, también es necesario prestar la debida atención a la presencia de ensañamiento con 
los cuerpos femeninos, siendo aquel, un signo de este tipo de muertes, el cual queda al 
descubierto a través del tipo de heridas producidas, tales como, degollamientos, golpes 
brutales, marcas  o lesiones particulares, por ejemplo las producidas en los senos, muslos, 
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glúteos, genitales, las cuales demuestran el desvalor al cuerpo de la mujer, Otro signo 
propio del delito se encuentra a través de una investigación de los antecedentes, como las 
denuncias por violencia formuladas por la víctima en contra del agresor. 
2. Problema: Falta de protocolos de investigación, lo que genera una aplicación de 
procedimientos distintos entre fiscales. 
Propuesta: Es necesario realizar investigaciones sistemáticas, a través de 
protocolos  especializados de investigación de femicidios que sirvan como instrumento 
indispensable de guía a los fiscales, los cuales deben incluir aspectos fundamentales para la 
investigación de este tipo de delitos, tales como: circunstancias de la lesión que causó la 
muerte, lugar en donde se encuentra el cadáver, instrumentos encontrados en la escena del 
crimen, signos de violencia sexual, parentesco de la occisa con el presunto responsable. 
Durante esta investigación se ha podido conocer que la Fiscalía General del Estado se 
encuentra elaborando modelos de protocolos para tal efecto, los cuales deberán ser 
debidamente aprobados, para su posterior utilización, esto, siempre que se encuentren 
establecidos de acuerdo a los parámetros internacionales pertinentes; mientras tanto,  ha 
acogido el  “Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas 
de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio) de la ONU”, que fue objeto de 
análisis en la presente investigación, y que contiene herramientas útiles que pueden facilitar 
y mejorar la investigación.  
3. Problema: Insuficiente investigación respecto al ciclo de violencia al que se 
encontraba sometida la víctima antes de morir. 
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Propuesta: Indagar respecto al ciclo de violencia que sufrió la víctima antes de su 
muerte, esto se lo puede realizar a través de: la constatación de existencia de boletas de 
auxilio u otras medidas solicitadas por la víctima en contra de su agresor, testimonios, 
obtención de expedientes de centros de salud públicos o privados a los que haya asistido la 
occisa previamente, a consecuencia de actos de violencia, entre otros sucesos que puedan 
servir de sustento para demostrar posteriormente el ciclo de violencia al que se encontraba 
sometida. Lo importante es rescatar toda la información pertinente que pueda convertirse en 
prueba dentro del proceso. 
4. Problema: Insuficiente formulación de hipótesis que permitan seguir 
determinada estrategia investigativa. 
Propuesta: Concretar hipótesis, a través de líneas lógicas de investigación que 
permitan una mayor precisión en las vías de indagación, recolección de evidencias y 
planteamiento de argumentos para sustentar la acusación, identificando si se trató de 
violencia intrafamiliar, venganza, explotación sexual, u otro tipo de circunstancias, 
estableciendo de ésta manera, las razones de género y manifestaciones desiguales de poder 
(exigidas por el tipo penal) que produjeron la muerte, verificándose el nexo causal entre el 
hecho violento y el deceso; una vez realizada dicha identificación,  se tomará evidencias, 
correlacionándolas con los hechos, de acuerdo a las hipótesis planteadas y con este soporte, 
poder formular una buena teoría del caso. 
5. Problema: Inexistencia de una Unidad Especializada de la Fiscalía para la 
investigación del femicidio. 
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Propuesta: Para cumplir con el mandato constitucional contenido en el artículo 81, 
la Fiscalía General del Estado debe crear fiscalías y unidades especializadas de 
investigación del delito de femicidio,  las cuales desempeñarán sus funciones con criterios 
de especialidad. 
6. Problema: La ausencia de personal capacitado en la investigación especializada, 
genera un indebido manejo de la cadena de custodia, por tanto, afecta también la prontitud 
en el procesamiento de los indicios encontrados, vulnerando la inmediatez que amerita la 
investigación del delito. 
Propuesta: Es indispensable que el equipo investigativo de los casos de femicidio, 
se encuentre debidamente capacitado, para que pueda efectuar un adecuado manejo de la 
cadena de custodia,97  de tal modo que los indicios encontrados en la escena del crimen, 
sean correctamente recolectados, transportados, conservados y presentados para la 
valoración judicial, en un tiempo adecuado, respetando los protocolos o procedimientos 
existentes, garantizándose así la legitimidad de la evidencia, es decir  que  los indicios 
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 Entiéndase como cadena de custodia: “ el procedimiento de control que se aplica al indicio material 
relacionado con el delito, desde su localización por parte de una autoridad, hasta que ha sido valorado por 
los órganos de administrar justicia y deja de ser útil al proceso, y que tiene como fin no viciar el manejo de 
que él se haga para evitar alteraciones, daños, sustitución, contaminación, destrucción, o cualquier acción 
que varíe su significado original. En resumen la cadena de custodia implica: Extracción adecuada  de la 
prueba: El procedimiento e instrumentos por utilizar deben ser los idóneos, válidos y recomendados. 
Preservación: El medio en que es colocado debe asegurar que sus propiedades no se alteren, ya sea por 
circunstancias naturales o artificiales. Individualización: Debe garantizarse que el indicio este individualizado 
y registrado debidamente, de manera que no se produzca su combinación o confusión con otros del mismo 
u otro caso. Si es factible marcarla para su identificación, deberá hacerse constar la señal o marca que puso. 
Transporte apropiado: La calidad del transporte debe salvaguardar su integridad de manera que no sufra 
daños o alteraciones, ya sea por el movimiento o cambios en el medio ambiente. Entrega controlada: Debe 
hacerse constar quién la encontró, quién la recolectó, dónde y que circunstancias. La posesión del indicio 
debe estar a cargo de personas autorizadas y con capacidad técnica para manipularla sin causar alteración o 
destrucción” .Jorge Badilla, Curso de administración y procesamiento de la escena del crimen, (San José: 
Escuela Judicial, Sección de Capacitación, Organismo de Investigación Judicial,  1999) p. 23. 
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encontrados, no hayan sido cambiados, alterados o destruidos, para evitar posibles dudas 
por parte de los juzgadores en cuanto a su veracidad. 
La inmediatez en la investigación es trascendental para no dejar en la impunidad los 
femicidios, con este enfoque, es preponderante un buen manejo de la cadena de custodia de 
los indicios hallados, y que éstos sean procesados en forma ágil y oportuna para que puedan 
constituir prueba.  
3.2 Problemas procesales encontrados en la prueba del  femicidio y propuestas de 
posibles soluciones. 
1. Problema: Para probar que se trata de un delito de femicidio y no de un 
homicidio común, es necesaria la demostración de que ha sido producido como 
consecuencia de relaciones de poder manifestadas en cualquier tipo de violencia, sin 
embargo, la ley no determina de manera clara el contexto de  “relaciones de poder”. 
Propuesta: La falta de determinación de lo que implica “relaciones de poder 
manifestadas en cualquier tipo de violencia”, como requisito sine qua non para el 
femicidio, genera problemas en la prueba; si bien no puede completarse el tipo penal con su 
elemento valorativo, es útil remitirse a la doctrina
98
, jurisprudencia
99
, instrumentos 
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 Doctrina de interés referente a las relaciones desiguales de poder que generan los femicidios: Ana 
Carcedo, Femicidio en Ecuador  (Quito:  Manthra, 2011), 24,25. Scarlett O´Phelan y Margarita Zegarra, ed. 
Mujeres, familia y sociedad en la historia de América Latina, siglos XVIII-XXI (Lima: CENDOC-Mujer. 
Universidad Católica del Perú, 2006), 259. Marisa  Belausteguigoitia y Lucía Melgar, coord. Fronteras, 
violencia, justicia: nuevos discursos, 2ª ed. (México: Universidad Nacional Autónoma de México, 2008), 37-
41. Roxana Arroyo, “El laberinto de la justicia androcéntrica”, Corporación Humanas: Informe anual de los 
observatorios de sentencias judiciales y de medios 2010/2011. Los derechos de las mujeres en la mira: 103,  
104. 
99
 Al haberse incorporado recientemente el delito de femicidio en la legislación ecuatoriana, no existen 
suficientes pronunciamientos judiciales al respecto, ni jurisprudencia que pueda ser un referente para una 
clara determinación de lo que implica las relaciones desiguales de poder, por tanto, es importante remitirse 
a lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a lo contenido en sentencias de femicidio 
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internacionales de protección de derechos de las mujeres
100
,  todo lo cual permitirá aplicar 
la normativa vigente de manera oportuna y servirá de sustento para justificar el tipo penal y  
probar el cometimiento del delito, cumpliendo el presupuesto necesario. Este tema se 
encuentra desarrollado con criterios de la autora en el apartado 2.2.1 del presente trabajo de 
investigación, lo cual también puede ser de ayuda para una mejor comprensión de lo 
referente a relaciones desiguales de poder. 
2. Problema: Negativa a rendir versiones, por miedo, tomando en cuenta que la 
mayoría de femicidios son cometidos dentro del ambiente familiar o por conocidos de la 
víctima y de los posibles testigos, lo cual genera temores al momento de colaborar con las 
investigaciones. 
Propuesta: Es indispensable la participación eficaz del Sistema de Protección y 
Asistencia a Víctimas, Testigos y otros Participantes en el Proceso Penal de la Fiscalía 
General del Estado, garantizando lo dispuesto en el  Reglamento creado para tal efecto
101
. 
Debería lograrse la aplicación del principio de accesibilidad, de acuerdo a lo contenido en 
el artículo 3 del mencionado Reglamento, es decir que: “Toda persona que haya sido 
víctima o testigo directo o indirecto de delitos, o que participe de una causa penal de acción 
pública puede ingresar al Sistema de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos y Otros 
 articipantes en el  roceso  enal”,  por lo que es menester prestar especial atención en el 
                                                                                                                                                                                 
de otros países, mismas que puedan ser aplicables a nuestra realidad, así como las sentencias que se vayan 
emitiendo en Ecuador, por lo que sugiero revisar los acápites 1.3.1 y 1.4.4 de esta investigación, en donde se 
encuentra analizada la información mencionada.  
100
 Entre los instrumentos internacionales de protección de derechos de las mujeres  se pueden citar:  
Convencion interamericana para prevenir,  sancionar y erradicar la violencia contra la mujer " Convención de 
Belem do Para",  Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Mujeres 
(CEDAW), Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
101
 Ver Reglamento para el Sistema de Protección y Asistencia a Víctimas, Testigos y otros Participantes en el 
Proceso Penal,  publicado en el  Segundo Suplemento del  Registro Oficial No. 219, de 4 de abril de 2014. 
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análisis de ingreso al sistema de los testigos de casos de femicidio, considerando el alto 
riesgo existente en este  tipo de delitos,  por su naturaleza y ámbito dentro del cual se 
producen, pues se suscitan generalmente entre familiares o conocidos,  lo cual puede 
generar resistencia al momento de rendir testimonios, principalmente por miedo, aspecto 
que sería contrarrestado con la debida protección y asistencia; considerando que los 
testimonios pueden contribuir significativamente para la imputación del agresor.  
3. Problema: No existen procedimientos claros aplicables para probar el delito de 
femicidio. 
Propuesta: Corresponde identificar los procedimientos adecuados para probar tanto 
la existencia del delito como la responsabilidad del procesado. En este sentido, los peritajes 
deben incorporarse con información que permita establecer si las lesiones producidas en el 
cadáver de la víctima fueron producidas con el fin de generarle dolor o sufrimiento, aspecto 
que puede demostrar desvalor al cuerpo y a la vida de la mujer, descripción deberá estar 
claramente explicada en el informe pericial. El peritaje forense al cadáver debe contener 
información clave, como tiempo de las heridas, para determinar si son antiguas o nuevas, 
así como el tiempo aproximado del deceso; en caso de envenenamiento se deberá incluir 
análisis correspondiente del tejido gástrico; así un examen ginecológico es indispensable 
para determinar si existió violencia sexual, pues a través de este tipo de violencia los 
femicidas intensifican su ejercicio de poder sobre los cuerpos femeninos. Es importante 
reunir todos los elementos encontrados como antecedentes y relacionarlos con los hechos, 
para probar el ciclo de violencia al que se encontraba sometida la víctima. Es 
imprescindible probar la relación existente entre víctima y victimario, a través de partidas 
de nacimiento, cédulas de ciudadanía, contratos de trabajo, certificaciones de centros de 
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estudios, de conjuntos habitacionales, así como testimonios y demás mecanismos que 
puedan acreditar la relación. El proceso probatorio debe estar encaminado 
fundamentalmente a demostrar la violencia de género, relaciones desiguales de poder 
suscitadas entre el agresor y la víctima, asimetría en la relación, en la cual domine el 
agresor, manifestadas en la violencia extrema que ocasiona la muerte de la mujer, datos que 
se los pueden obtener a través de trabajo social, como peritaje especializado en violencia. 
4. Problema: Introducción de exámenes psiquiátricos con el fin de persuadir sobre 
supuesto trastorno psicológico, tratando de justificar la violencia por celotipia, 
minimizando el acto e inobservando las causas reales, como son las manifestaciones 
desiguales de poder que generan un acto de violencia extrema. 
Propuesta: Es importante contrastar la información errada que se intente incorporar 
en el proceso, tendiente a confundir a los juzgadores, a través de informes periciales 
eminentemente técnicos, de psiquiatras debidamente especializados, capaces de emitir 
criterios acertados y convincentes respecto a los posibles trastornos psicológicos, y su 
incidencia o relación con el cometimiento de delitos, con el fin de descartar el estado 
demencial del agresor, pues en la mayoría de casos, la  perturbación momentánea en la 
psiquis de los procesados por el delito de femicidio no provendría de alteraciones 
psicológicas propiamente dichas, sino de simples desatinos en su forma de reacción, al 
palpar una posible pérdida de poder, o al querer demostrar su dominio en la relación con la 
víctima; por lo cual, no sería suficiente probar que no lo realizó en su estado de conciencia, 
debiendo contrarrestarse esta pretensión, con pruebas suficientes que acrediten por ejemplo, 
agresiones previas o un ciclo de violencia al que estuvo sometida la víctima, considerando 
todas las acciones del agresor realizadas antes, durante y después del femicidio. 
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5. Problema: Falta de atención y análisis de la información arrojada por la 
autopsia/necropsia para detectar signos de violencia antiguos.  
Propuesta: Incrementar el grado de interés a la información proveniente de la 
autopsia/necropsia, y analizar los signos de violencia previos  a los que produjeron la 
muerte (pre mortem), que de este examen se desprenden, lo cual permite probar maltrato 
recurrente. Es sustancial la incorporación de un informe médico forense claro y completo 
que explique la naturaleza, tiempo de las escoriaciones, golpes, laceraciones, equimosis, 
heridas en proceso de cicatrización, (número, morfología, tipo, dirección, dimensiones 
exactas, localización).  Por esta razón es importante que el método de la autopsia/necropsia 
sea el adecuado para determinar la causa de muerte. 
6. Problema: Falta de análisis integral de los indicios encontrados, pues no se toma 
en cuenta algunos por considerarlos insignificantes, cuando precisamente estos, al ser 
presentados en conjunto, y con la argumentación pertinente podrían constituir prueba clave. 
Propuesta: La mayoría de femicidios son producto de ataques planeados, no por 
impulsos del momento, por lo que se producen intencionalmente sin presencia de testigos, 
en lugares donde la víctima no puede solicitar ayuda. En este sentido, se justificaría la no 
presentación de los mismos; sin embargo, es preciso realizar un análisis en conjunto de 
todos los indicios encontrados, sin concentrar toda la atención en pruebas físicas o 
testimoniales
102
, sino también en pruebas que resultan cruciales en este tipo de delitos, tales 
como las psicológicas, o las científicas, por lo que es importante recabar e interpretar 
adecuadamente todos los resultados de los indicios probatorios antes de presentarlos, 
especialmente: resultados de laboratorios, resultados de la necropsia/autopsia, perfiles 
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 Artículos 502, 507 Código Orgánico Integral Penal 
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criminológicos, perfiles de personalidad, informes psicológicos, informes psiquiátricos, 
documentos que acrediten violencia previa, expedientes clínicos, exámenes criminalísticos 
de campo, resultados de exámenes toxicológicos, histopatológicos, ginecológicos, dictamen 
de mecánica de las lesiones, fotografías, estudios sociológico del entorno; asociándolos de 
manera unificada con el femicidio, y a través de una perspectiva de género, de tal manera 
que se demuestre el nexo causal
103
 entre la infracción  y la persona procesada, con el fin de 
lograr el pleno convencimiento del juzgador, quien al tener todos los elementos necesarios 
para determinar la existencia del delito y la participación del procesado, con certeza dictará 
su resolución, siempre observando lo dispuesto en la ley, respecto a las reglas
104
 y  criterios 
de valoración probatoria que incluyen autenticidad, legalidad, debida cadena de custodia
105
, 
necesariamente a través de los criterios especializados que requiere el femicidio. 
3.3 Problemas procesales encontrados para  el juzgamiento y sanción del  femicidio y 
propuestas de posibles soluciones. 
1. Problema: Escasa aplicación de normativa internacional sobre derechos 
humanos en las decisiones judiciales,  específicamente  la referente a la protección de 
derechos de las mujeres. (Ejemplo: Sentencias que se anexan, citadas en el numeral 2.1.1 de 
la investigación).  
 Propuesta: Es responsabilidad primordial de los juzgadores, la observancia de los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos, específicamente en este caso, los de 
protección a la mujer, como son la Convención Belem do Pará, la CEDAW, así como la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, concibiéndolos como estándares de 
                                                          
103
 Artículo 455 Código Orgánico integral Penal 
104
 Artículos del 499 al 511 del Código Orgánico Integral Penal 
105
 Artículo 457 Código Orgánico Integral Penal 
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tutela de derechos, aprovechando su función hermenéutica. Los mencionados instrumentos 
deben ser utilizados para una adecuada motivación de las resoluciones judiciales, 
considerando que son de directa e inmediata aplicación, de acuerdo al bloque de 
constitucionalidad. Para una mejor tutela de estos derechos es ineludible que los jueces 
ejerciten no solamente el control de constitucionalidad y legalidad, sino un control integral 
que abarque también el control de convencionalidad, direccionado a la protección de los 
derechos fundamentales (vida).  Es preciso también que los operadores de justicia tengan 
como referencia las sentencias emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
en los casos de femicidio o feminicidio, pero no con la única finalidad de citar dichas 
sentencias, sino para elaborar un análisis lógico e identificar su correspondencia con cada 
caso concreto, interpretando las normas y principios a los que se alude. Todo juez debería 
conocer la sentencia del caso denominado “Campo Algodonero”, misma que comprende 
aspectos fundamentales referentes al femicidio, se recomienda observar el análisis de la 
misma realizado el primer capítulo de esta investigación. 
2. Problema: Juzgamiento con perspectiva sexista. 
Propuesta: Eliminar el sexismo de la administración de justicia, incorporando una 
perspectiva de género que logre erradicar la falsa concepción de tener a lo masculino como 
superior de lo femenino, fenómeno que se produce por la cultura patriarcal, en donde se 
reproducen los femicidios, como se ha analizado en la presente tesis, siendo imprescindible 
romper estos patrones que generan asimetría en la valoración de la conducta hombre/mujer. 
Los juzgadores deben detectar cualquier apreciación que pueda llevar a una distorsión de la 
realidad, producto de criterios sexistas de defensores o fiscales, así como otras 
circunstancias estructurales que perpetúan la violencia de género, tendientes a la 
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discriminación de la mujer,
106
 para esto, los operadores de justicia, deben tener claro el 
juzgamiento con perspectiva de género, que implica considerar las relaciones desiguales de 
poder entre hombres y mujeres, producen transgresión de los derechos de la subordinada 
mujer, por parte del subordinante, hombre; análisis que lo realizarán en cada caso 
concreto
107
 
3. Problema: Dudas para poder determinar si se trata de un femicidio o de otro tipo 
de delito con muerte. 
Propuesta: La valoración probatoria en conjunto, permite una mejor decisión, pues 
varias veces los juzgadores pasan por alto pruebas que consideran insignificantes, cuando 
son precisamente aquellas que valoradas en forma conjunta logran generar certeza, y los 
argumentos necesarios para una sentencia debidamente motivada. Otro aspecto importante 
es la capacitación debida a las y los juzgadores, para que puedan identificar y diferenciar el 
femicidio de otro tipo de delitos con muerte. Es preponderante además que en caso de 
detectarse fallas en  alguno de los procedimientos, los juzgadores en sus sentencias 
establezcan las posibles omisiones o transgresiones  y determinen sus responsables, pues la 
mayoría de dudas que surgen en los juzgadores, son producto de fallas en la investigación, 
que no les permite contar con todos los elementos necesarios para juzgar y sancionar. 
4. Problema: Argumentación y motivación deficiente. 
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 Las y los juzgadores pueden recurrir a varios instrumentos que les permitirán realizar juzgamientos con 
perspectiva de género, se recomienda el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, elaborado por la 
Corte Suprema de México, disponible en:  
http://www.sitios.scjn.gob.mx/codhap/sites/default/files/archivos/PROTOCOLO_PARA_JUZGAR-
CON_PERSPECTIVA_DE_GENERO.pdf. Fecha de consulta: 31 de noviembre de 2015 
 
107
 Alda Facio y Lorena Fries, “Feminismo, Género y Patriarcado”, en  Academia. Revista sobre enseñanza del 
derecho de Buenos Aires. Año 3, No. 6. (Buenos Aires: UBA, 2005),  261-275. 
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Propuesta: Los juzgadores deben aplicar los estándares internacionales de 
motivación de las sentencias, argumentando de manera coherente, de tal forma que los 
obiter dicta, y la ratio decidendi, es decir los argumentos expuestos en la parte 
considerativa de la sentencia, estén directamente relacionados con la decisión, ejercicio que 
deben realizarlo a través de inferencias jurídicas concatenadas, lógicas, exhaustivas, en base 
a la razón y al conocimiento de cada caso, de tal manera que a partir de la óptima 
fundamentación, resulte una resolución dictada en base a normas y principios jurídicos 
precisos que sean pertinentes a los antecedentes fácticos, de acuerdo al mandato 
constitucional contenido en el artículo 76.7,l), haciéndose efectiva la sanción en caso de su 
incumplimiento. Por lo expuesto, es necesario que la argumentación jurídica de los jueces 
en los casos de femicidio, sea con perspectiva de género, especializada, íntegra, 
desarrollada con un claro y preciso manejo de conceptos, de tal manera que el juez pueda 
comunicar a la sociedad, a través de sus sentencias, una protección integral de derechos de 
la mujer, y de ser el caso, justifique la correspondiente sanción a quienes los vulneren. A lo 
largo de la investigación, se han desarrollado conceptos especializados, en concordancia 
con la aplicación al delito en estudio, lo cual podrá servir a los juzgadores, para la 
argumentación de sus sentencias. 
5. Problema: El reproche penal excluye a la persona que ha cometido una 
infracción padeciendo un trastorno mental debidamente comprobado, pues no tiene la 
capacidad de comprender la ilicitud de su conducta; mientras que la persona que se 
encuentre disminuida en dicha capacidad, tendrá responsabilidad atenuada en un tercio de 
la pena mínima establecida para el tipo penal; por lo que en el caso de femicidio, surgen 
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problemas al momento de determinar inculpabilidad
108
 por posibles daños psicológicos del 
actor, específicamente celotipia. 
Propuesta: Es necesario que los juzgadores comprendan que deben juzgar el 
femicidio con una lógica diferente a la de los homicidios, pues los rodea una realidad 
completamente distinta, por lo tanto, deben prestar mayor atención a ciertas pruebas como a 
los peritajes psicológicos, a los estudios del entorno tanto de la víctima como del agresor, al 
círculo de violencia preexistente. La debida apreciación de estos elementos les permitirá 
dilucidar en lo referente a la inculpabilidad, pues de acuerdo al artículo 36 del Código 
Orgánico Integral Penal, para que ésta se produzca, es necesario que la persona al momento 
de cometer la  infracción no tenga capacidad de comprender la ilicitud de su conducta, a 
consecuencia de un trastorno mental; sin embargo al ser éste un delito cometido 
precisamente a consecuencia de relaciones desiguales de poder,  control, posesión de la 
víctima, no sería admisible que se considere a la celotipia como una causa de 
inculpabilidad, pues los celos se producen precisamente por el deseo de posesión, control y 
ejercicio de poder; al respecto, es importante que los juzgadores tomen en cuenta que la 
celotipia es considerada como un subtipo de un trastorno delirante, mismo que se produciría 
únicamente a causa de la idea delirante,
109
 consecuentemente no es considerada como una 
patología permanente, ni implica una desconexión con la realidad, que impida al individuo 
comprender la ilicitud de su conducta, al igual que en otro tipo de alteraciones en la psiquis 
que serían momentáneas, lo cual no justifica inculpabilidad. Ante las circunstancias 
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 Artículos 35 y 36 Código Orgánico Integral Penal 
109
 Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales, número 5 (DSM 5, siglas en inglés), emitido 
por la Asociación Americana de Psiquiatría, mismo que se ha convertido en un estándar de referencia para la 
práctica clínica en el campo de la salud mental, para el diagnóstico y tratamiento de las enfermedades 
mentales. 
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expuestas, es determinante que los juzgadores tomen en cuenta todos los elementos que se 
presenten y que puedan ser de interés para motivar su decisión. 
6.  Problema: Falta de capacitación a los juzgadores,  
Propuesta: La Escuela de la Función Judicial debe diseñar un plan de capacitación  
especializada continua y permanente, con su debido seguimiento y evaluación, dirigida  a 
los jueces de garantías penales, quienes conocen y resuelven los delitos de femicidio, con 
temas como:  
a) Aplicación debida de instrumentos internacionales de Derechos Humanos, 
principalmente los de protección de derechos de la mujer, en las decisiones judiciales. b) 
Violencia de género. c) Perspectiva de género en el juzgamiento. d) Derecho de las 
víctimas. e) Estándares Internacionales de investigación. f) Garantías constitucionales y su 
aplicación en el derecho penal. g) Identificación de  hechos, pruebas, recursos jurídicos y 
procesales que surgen generalmente en los casos de femicidio. h) Psicología del agresor, 
psicología de la víctima, circulo de violencia. i) Análisis de sentencias de femicidio. j) 
Adecuada aplicación de la legislación. k) Victimología. l) Reparación. m) Motivación de 
resoluciones judiciales. 
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CONCLUSIONES 
 
Las muertes de mujeres por razones de género, antes de la inclusión del femicidio en 
la legislación penal ecuatoriana, han sido investigadas y juzgadas con los mismos 
procedimientos que se aplican en homicidios o asesinatos, sin tomar en cuenta los signos 
propios y únicos en este delito, lo que ha provocado falta de exactitud en las fuentes de 
investigación, e imprecisiones en el juzgamiento, dejando de apreciar por ejemplo, el 
círculo de extrema violencia al que se encuentran sometidas las víctimas, así como las 
relaciones desiguales de poder entre víctima y victimario; provocando tergiversación de 
realidades. 
La efectividad del tipo penal, no depende únicamente de su tipificación, es 
imprescindible la aplicación de procedimientos idóneos y especializados que hagan posible 
la materialización de los objetivos de la incorporación del femicidio a la legislación penal 
ecuatoriana, por lo tanto, es urgente la implementación de políticas públicas que garanticen 
su efectiva vigencia, pues en este tipo penal, a más del componente normativo, se requiere 
del componente político cultural, complementación que permitirá su debida investigación, 
juzgamiento y sanción, con perspectiva de género, comprendiendo que el femicidio se 
produce en espacios de violencia contra la mujer, en los que se encuentra subordinada 
frente al hombre, a consecuencia de relaciones de poder asimétricas concebidas desde lo 
masculino sobre lo femenino. 
Al no existir protocolos estandarizados que permitan actuaciones uniformes y 
acordes al delito de femicidio, se producen fallas en la investigación y recolección de 
103 
 
evidencias, dificultando probar, en su momento, tanto la existencia del delito como la 
responsabilidad del procesado, lo cual genera impunidad. 
La mayoría de femicidios  no se producen de manera casual sino en forma 
sistemática  y premeditada, por lo que los fiscales deben dirigir mayor atención a cada uno 
de los antecedentes que permitan detectar el círculo de violencia vivido por la víctima, 
previo a su muerte, y demás signos que lleven a establecer con certeza de que se trata del 
delito en mención. 
La prueba es el medio más confiable para descubrir la verdad, por lo tanto en el 
delito en estudio, es necesario que ésta sea suficiente para demostrar que la muerte fue 
producida por violencia extrema como resultado de relaciones desiguales de poder. 
La falta de profesionalización en los procedimientos llevados a cabo en el delito de 
femicidio atenta contra lo contemplado en instrumentos internacionales de protección de 
derechos de las mujeres, específicamente la CEDAW y la Convención Belem do Para. 
Más allá del monto de la pena, es importante la certeza de su imposición, a través 
del análisis de cada caso concreto, realizado por los juzgadores.  
Las fallas en la investigación, juzgamiento y sanción del femicidio producen 
violación de los derechos humanos de las mujeres, lo cual puede ocasionar responsabilidad 
objetiva estatal, generando demandas ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos y posibles sanciones por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
por lo tanto, es importante que el personal inmerso en los procedimientos de investigación, 
así como la autoridad juzgadora, se encuentren debidamente capacitados para cumplir sus 
funciones a cabalidad. 
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Las resoluciones judiciales emitidas dentro de casos de muertes de mujeres, previas 
a su tipificación, tienen escasa o muy poca argumentación jurídica con base a instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos. Es un desafío para los juzgadores, una vez 
incorporado el tipo penal, desarrollar argumentaciones con contenido de protección de 
derechos humanos, dirigidos a lograr igualdad de género y la tutela del derecho a la vida de 
las mujeres, constantemente atropellado en la sociedad actual. 
La falta de perspectiva de género en la investigación, prueba, juzgamiento y sanción 
del delito de femicidio , ocasiona prácticas inapropiadas, impidiendo un proceso óptimo.  
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RECOMENDACIONES 
Las recomendaciones se encuentran detalladas en las propuestas de soluciones 
a los problemas procesales encontrados en la investigación, prueba, juzgamiento y 
sanción en el delito de femicidio, incorporadas en el capítulo III de la presente 
investigación. 
Sin embargo podríamos añadir lo siguiente: 
Se recomienda capacitación con perspectiva de género, por parte de la Escuela de la 
Función Judicial, en coordinación con la Escuela de Fiscales y las Unidades de 
Capacitación de la Defensoría Pública y de la Policía Nacional, para instruir tanto a 
fiscales, jueces, defensores y policía judicial; procurando una formación especializada 
integral, a quienes están encargados de investigar, procesar y juzgar casos de femicidio, 
incorporando en la capacitación, mallas curriculares que contengan enseñanza en derechos 
humanos y todos los aspectos relacionados con la especialización pertinente a este delito. 
Cada uno de los actores en el proceso penal, deben desterrar las prácticas 
patriarcales en todas las etapas del procedimiento, sancionándose la concurrencia de las 
mismas. 
Ante el hallazgo de una muerte violenta, entre los procedimientos de investigación, 
se recomienda a los fiscales tomar en cuenta como indicios de femicidio los escenarios 
descritos en los capítulos II y III de la presente investigación, como: muerte luego de una 
violación sexual, violencia previa a la muerte, mensajes contra la víctima en la escena del 
crimen, intentos de destruir la morfología del cuerpo, ensañamiento, que el cuerpo aparezca 
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desnudo o semidesnudo, exhibición del cadáver en lugares públicos; lo cual 
consecuentemente facilitará la indagación y prueba.  
Las sentencias deben demostrar una argumentación y motivación con perspectiva de 
género que permita establecer las condiciones en que se encuentra la mujer, sobre todo en 
las relaciones desiguales de poder que generaron la violencia más extrema en su contra. 
El derecho a la verdad de las víctimas de femicidio (familiares), solamente se logra 
mediante una debida aplicación de la norma que tipifica el delito, y sus respectivos 
procedimientos, pero principalmente, a través de la actuación efectiva de todos quienes 
tienen la responsabilidad de investigar, probar y juzgar, como entes activos dentro de los 
procesos penales, por lo cual, deberán ordenar las reparaciones que cada caso amerite. 
Como abogadas y abogados, desde cualquiera de las esferas que nos 
desenvolvamos, es menester que comprendamos que más allá de la vigencia de una norma 
escrita, como ahora la tipificación del femicidio, su materialización obedece a la correcta 
aplicación de la misma, y de los procedimientos para hacerla efectiva, por lo que depende 
de actuaciones transparentes y garantistas, la concreción de los fines para los cuales fue 
incorporada al sistema jurídico, por lo tanto, al estar frente a un caso de femicidio, sea como 
jueces, fiscales, o defensores, debemos aplicar cada uno de los instrumentos necesarios para 
su debido tratamiento, lo cual lo encontramos en los protocolos, así como en la 
información, a la cual ahora tenemos fácil acceso, pudiendo ser ésta de carácter jurídica, 
académica, sociológica, encaminando siempre nuestras actuaciones a otorgar el tratamiento 
especializado que este tipo de delitos amerita. 
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El Consejo de la Judicatura como órgano de gobierno, administración, vigilancia y 
disciplina de la Función Judicial, debe establecer mecanismos que permitan evaluar los 
problemas existentes para la investigación, prueba y juzgamiento del femicidio, debiendo 
también ejecutar un monitoreo integral respecto de los procedimientos llevados  a cabo en 
el femicidio y tomar las medidas necesarias para mejorarlos y optimizarlos.   
Luego de un tiempo prudencial deberá evaluarse la implementación de la norma que 
tipifica y sanciona el femicidio, con el fin de determinar las ventajas y desventajas de su 
aplicación, así como de sus procedimientos. 
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ANEXOS 
Sentencias de la Corte Nacional de Justicia mencionadas en el Capítulo II  (2.1.1) 
1. Sentencia de 27 de febrero de 2012, dictada en el recurso de casación del juicio de 
asesinato  No. 403-2011, seguido por María Arcelina Lema Alomoto, en contra de 
Víctor Marcelino Juiña Lamiña, (Res. No. 57-2012). 
2. Sentencia de 24 de mayo de 2012, dictada en el recurso de revisión del juicio de 
homicidio No. 305-2013, seguido por Segundo Salcedo, en contra de Walter 
Estuardo Gómez Silva, (Res. No. 209-2014) 
3. Sentencia de 26 de julio de 2012, dictada en el recurso de revisión del juicio de 
asesinato No. 851-2010, seguido por Martha Elena Vera Plúas, en contra de Néstor 
Geovanny Alava Plúas, (Res. No. 988-2012). 
4. Sentencia de 28 de junio de 2013, dictada en el recurso de casación del juicio de 
asesinato No. 150-2012, seguido por Miriam Ayo Cruz, en contra de Víctor Fabián 
Tercero Chusete, (Res. No. 746-2013). 
5.  Sentencia de 15 de julio de 2013, dictada en el recurso de casación del juicio de 
asesinato No. 867-2012, seguido por Yuri Alejandro Dejanon González, en contra 
de Jonathan Camilo López Cadena, (Res. No. 805-2013).  
6. Sentencia de 9 de enero de 2014, dictada en el recurso de casación del juicio de 
parricidio No. 473-2012, seguido por Mercy Sarmiento Guamán, en contra de 
Miguel Albino Cabrera Ávila (Res. 473-2012). 
7. Sentencia de 16 de enero de 2014, dictada en el recurso de casación del juicio de 
asesinato No. 1233-2013, seguido por Nelson Heredia Toaquiza en contra de Marco 
Almachi Caizatipan (Res. No. 68-2014).  
120 
 
8. Sentencia de 21 de abril de 2014, dictada en el recurso de casación del juicio de 
asesinato No. 1895-2013, seguido por la Fiscalía General del Estado en contra de 
Víctor Rafael Coraizaca Chuqui (Res. 553-2014).  
9. Sentencia de 23 de octubre de 2014, dictada en el recurso de casación del juicio por 
asesinato No. 620-2014, seguido por Francisco del Pozo Mosquera, en contra de 
Geovanny David Piñas Bueno y otros (Res. No. 1786-2014). 
 
 
 








































































































































